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Resumen 

Deficiencias procesales y el abuso del derecho en el proceso de insolvencia de 

persona natural no comerciante en Colombia 

El Estado colombiano estableció una serie de artículos dentro del Código General del 

Proceso, para regular el proceso de insolvencia de persona natural no comerciante el cual se ha 

convertido en un problema para los acreedores y para la administración de justicia, como 

consecuencia de las deficiencias del ordenamiento jurídico que facilitan el abuso del derecho 

por parte de los deudores, afectando a las partes del proceso, con las implicaciones que esa 

regulación trae consigo para la administración de justicia.   

Motivo por el cual esta investigación aborda los aspectos problemáticos que devienen 

en defectos de carácter práctico en el proceso de insolvencia de persona natural no comerciante 

-PIPNNC-, teniendo como punto de partida la regulación plasmada en la Ley 1564 de 2012, 

Código General del Proceso -C.G.P.- y su posterior reforma mediante la Ley 2445 de 2025, 

bajo el presupuesto de que es necesario modificar el articulado de dicho proceso en función de 

que se utilice como un verdadero mecanismo de cumplimiento de las obligaciones y de 

recuperación de la confianza de los acreedores, sin que ello implique desproteger a los deudores, 

para lo cual se propone limitar la voluntad privada de partes y utilizar otras herramientas 

jurídicas diferentes a las existentes, para que ellas permitan un mayor grado de cumplimiento 

de las obligaciones adquiridas por las personas naturales no comerciantes “PNNC”.  

Palabras clave: Proceso de insolvencia de persona natural no comerciante, 

mecanismo de recuperación crediticia, abuso del derecho, limitación a la voluntad 

privada de las partes, justicia sin daño. 
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Abstract 

Procedural Deficiencies and Abuse of Rights in the Insolvency Proceedings of Non-

Commercial Natural Persons in Colombia 

The Colombian State has had Several Provisions within the General Code of Procedure 

to regulate the insolvency proceedings of non-commercial natural persons. However, this legal 

framework has become a source of significant challenges for creditors and for the 

administration of justice, due to structural deficiencies that enable debtors to abuse the law, 

thereby undermining the rights of the parties and generating negative systemic implications for 

judicial efficiency.  

This research examines the practical shortcomings of the Insolvency Proceedings of 

Non-Commercial Natural Persons (PIPNNC for its acronym in Spanish), focusing in the 

regulatory framework established under Law 1564 of 2912 (General Code of Procedure) and 

its subsequent amendment through Law 2445 of 2025. The study is grounded under the premise 

that the current statutory design requires substantial reform in order to transform the procedure 

into an effective mechanism for the enforcement of obligations and the restoration of creditors’ 

confidence, while preserving minimum guarantees for debtors. Accordingly, this work proposes 

limiting the scope of private autonomy between the parties and by non-commercial natural 

persons.   

Keywords: Insolvency Proceedings of Non-Commercial Natural Persons, credit 

recovery mechanism, abuse of rights, limitation of private autonomy, no harm justice. 
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Introducción 
 

Durante años las personas naturales no comerciantes y el ordenamiento jurídico 

colombiano han evidenciado la necesidad de un Proceso de Insolvencia de Persona Natural no 

Comerciante1, necesidad que incluso fue objeto de exhorto por parte de la Corte Constitucional 

mediante Sentencia C-699 de 2007, y tras varios intentos, esa necesidad se materializó en el 

C.G.P., Lastimosamente la práctica ha evidenciado algunos problemas de eficacia, problemas 

que se han podido comprobar a través del ejercicio profesional al advertir situaciones de abuso 

del derecho de insolvencia, circunstancia que es conocida por la administración de justicia, los 

operadores de justicia, los litigantes, el legislador y los administrados a quienes está dirigida 

dicha norma, al punto de que cada vez es más frecuente escuchar comentarios advirtiendo sobre 

la predisposición de los deudores para evadir o dilatar el cumplimiento de las obligaciones. 

Es por ese motivo que se requiere realizar un estudio juicioso y detallado del PIPNNC, 

que permita abordar lo que debe considerarse como el espíritu del proceso, el cual debe estar 

orientado al cumplimiento y satisfacción de las obligaciones del deudor, tanto como sea posible, 

y no exclusivamente al reintegro efectivo del deudor al mercado, ya que un presupuesto básico 

del sistema jurídico y del vivir en comunidad es aquel que advierte que las obligaciones se 

adquieren para ser cumplidas. 

Dicho esto, es claro que el PIPNNC ha sido permeado por la cultura del incumplimiento, 

circunstancia que es de pleno conocimiento por los diferentes actores del proceso tal como ya 

se señaló, ya que se han evidenciado situaciones en las que se ha cometido un abuso del derecho 

de insolvencia de persona natural no comerciante, como un medio para evadir o dilatar el pago 

 
1 En adelante, “proceso de insolvencia de persona natural no comerciante” podrá mencionarse 
también mediante la sigla PIPNNC.  



Deficiencias procesales y el abuso del derecho en el proceso de insolvencia de persona natural 

no comerciante en Colombia                                                                                                    2 

 

 
 

de las obligaciones durante el desarrollo del proceso, como consecuencia de las malas prácticas 

en la verificación de los requisitos de la solicitud de insolvencia o mediante el direccionamiento 

del proceso a través de la presentación de acreedores falsos o deudas simuladas, como se podrá 

observar al interior del contenido de este texto.  

Prácticas que han permitido a los deudores controlar la votación de las negociaciones 

de deudas y llegar a acuerdos con plazos irrazonables en detrimento de los acreedores reales o 

forzar la liquidación del patrimonio en ceros o sin fondos, defraudando la confianza de los 

acreedores sin repercusiones reales.  Este problema no es ajeno a la administración de justicia, 

tal como se observa en la Sentencia de tutela de 15 de mayo de 2020, proferida por el Tribunal 

Superior de Cali (2020) en la que se constató la existencia de prácticas que burlan los derechos 

de los acreedores, mediante las cuales un deudor concurrió al PIPNNC mediante una propuesta 

posiblemente fraudulenta, dirigida exclusivamente al incumplimiento de las obligaciones, que 

desde el punto de vista de quien les habla, es una propuesta contraria a lo propuesto por la 

norma, ya que era una propuesta carente de todo tipo de seriedad. En esa oportunidad el deudor 

propuso pagar sus deudas con un patrimonio de cinco millones quinientos mil pesos 

($5´500.000 COP), deudas que estaban cerca de la suma de mil ochocientos sesenta y dos 

millones ciento treinta y ocho mil novecientos setenta y dos pesos ($1.862´138.972 COP), 

motivo por el cual es entendible que la propuesta de acuerdo fuera rechazada por sus acreedores, 

forzando la liquidación patrimonial a la cual el juez de conocimiento se negó a dar apertura, 

pese a que la ley ordenaba su apertura inmediata, decisión que sería confirmada posteriormente 

por el Tribunal Superior de Cali en sede de Tutela al señalar que la liquidación patrimonial 

implica la existencia de bienes o activos que permitan cuando menos cumplir con parte de las 

acreencias, ya que el fin de la norma no era proceder con el saneamiento de las obligaciones sin 

ningún tipo de retribución mínima a los acreedores.  
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Postulados que también fueron acogidos por parte del Juzgado Segundo Civil Municipal 

Pasto – Nariño, mediante Auto de 14 de mayo de 2024, dentro del procedimiento de liquidación 

adelantado al interior del PIPNNC, bajo el radicado N°. 52001400300220240015800, en el cual 

ese despacho se negó a dar trámite a la solicitud de liquidación presentada por el deudor, al 

estimar que la misma carecía de los fines esenciales del proceso de insolvencia y señalar que: 

“el espíritu de la normatividad de la insolvencia no es solo que el deudor sanee sus pasivos, 

sino que, en justicia, también debe existir una minina retribución a los acreedores” ya que el 

deudor presento en su solicitud de negociación de deudas una serie de bienes muebles 

equivalente a seis millones doscientos noventa mil pesos ($6.290.000 COP), con los que 

pretendía dar cumplimiento a las obligaciones adeudadas por el valor de quinientos diez 

millones trescientos cuarenta y dos mil ochocientos veintiocho pesos ($510.342.828 COP), lo 

cual equivalía al 1.23%, del valor total de las obligaciones, siendo claro que ante tal 

desproporción la solicitud de negociación de deudas estaba llamada a fracasar.  

Lastimosamente las decisiones aquí mencionadas estarían llamadas a verse desprovistas 

de sus efectos en virtud de lo dispuesto mediante Sentencia STC 11678-2021, proferida por la 

Sala Civil de Casación de la Corte Suprema de Justicia en donde se señaló que no existen 

motivos procedimentales para rechazar la apertura de la liquidación patrimonial por carencia o 

ausencia de bienes para liquidar, ya que claramente la norma no imponía tal condición, sin 

embargo, ello no impide advertir la existencia de un problema al interior del PIPNNC, ya que 

claramente las dos decisiones mencionadas, en las cuales se negó la apertura de la liquidación, 

nos permiten advertir y plantear la posibilidad de la existencia del abuso del derecho por parte 

de los deudores dentro del PIPNNC, en especial un abuso orientado a la cultura del 

incumplimiento de las obligaciones. 
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Ahora bien, es de advertir que ese tipo de casos se presentan a diario como consecuencia 

del verdadero problema del proceso, el cual radica en las deficiencias procesales del PIPNNC, 

que facilitan el abuso del derecho de insolvencia, circunstancia que deriva en la falta de 

garantías para las partes y en la limitación de las facultades de la administración de justicia. 

Debiendo determinar ¿Cuáles son los elementos, herramientas y deficiencias en el PIPNNC, 

que facilitan el abuso del derecho por parte del deudor insolvente, a partir de la promulgación 

del Código General del Proceso en el año 2012? Para que de esa manera se pueda tratar de dar 

soluciones al abuso del derecho o cuando menos garantizar un mejor tipo de PIPNNC. 

Por otra parte, es claro que tampoco se puede satanizar el proceso, ya que contar con 

este tipo de proceso no es malo, puesto que como bien lo señaló la Corte Constitucional en la 

Sentencia C – 699 de 2007, existe una necesidad de contar con un régimen de insolvencia para 

las personas naturales no comerciantes que se encuentren en estado de debilidad manifiesta que 

afecte sus derechos fundamentales, pero ello en el entendido que debe haber una retribución 

para los acreedores, alcanzando puntos medios que eventualmente permitan que haya un 

descargue de deudas en el que el deudor normalice su relación crediticia, pero lastimosamente 

las facilidades normativas permiten al deudor llevar el proceso por el rumbo que desee mediante 

la utilización de prácticas indebidas, e incluso se observa que con la entrada en vigencia de la 

Ley 2445 de 2025,  ya no habrá lugar a una retribución en muchos casos. 

En ese sentido es notoria la necesidad de reformar el proceso mediante la identificación 

y corrección de los defectos prácticos del PIPNNC, lo cual no es un capricho, puesto que lo 

pretendido es promover el acceso de las personas naturales no comerciantes que realmente se 

encuentren en estado de insolvencia y la obstaculización de aquellos que se valen del proceso 

para defraudar a sus acreedores, de suerte que se empiece a acabar con la inseguridad jurídica 

y las limitaciones de los poderes del juez que conoce del proceso. 
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Objetivos de investigación 

 

Objetivo General  

 

Describir las deficiencias en el proceso de insolvencia de persona natural no 

comerciante PIPNNC, desde la promulgación del Código General del Proceso en el año 2012 

y su posterior reforma, así como los elementos y herramientas que puedan evitar o mitigar el 

abuso del derecho de insolvencia. 

 

Objetivos específicos  

 

• Identificar la existencia del abuso del derecho en el proceso de insolvencia de persona 

natural no comerciante, a partir de la promulgación del Código General del Proceso en 

el año 2012. 

• Analizar los mecanismos y herramientas procesales que dan lugar a las deficiencias del 

proceso de insolvencia de persona natural no comerciante, para determinar la eficacia 

del PIPNNC en Colombia. 

• Presentar opciones para una reforma legislativa que vinculen otras instituciones 

jurídicas diferentes a las ya existentes en el PIPNNC, que contrarresten el abuso del 

derecho de insolvencia y garanticen los derechos de las partes. 
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Hipótesis  

 

La presente investigación tiene como finalidad identificar y analizar las deficiencias 

normativas y procesales del régimen de insolvencia de persona natural no comerciante en 

Colombia, que facilitan el abuso del derecho y generan inseguridad jurídica. Para ello, se 

propone una serie de reformas dirigidas a mitigar estos vacíos mediante la restricción de la 

autonomía de la voluntad privada de las partes en aspectos clave, la modificación de los 

requisitos formales de la solicitud, el establecimiento de reglas claras para la atención del pasivo 

y el fortalecimiento de las facultades del juez en la apertura de la liquidación y la evaluación de 

objeciones. Estas reformas buscan dotar a los actores del proceso de herramientas suficientes 

para garantizar sus derechos y el acceso efectivo a la justicia, sin afectar derechos 

fundamentales ni principios constitucionales, en armonía con la libertad de configuración 

legislativa y la moral pública. En consecuencia, se pretende fortalecer el papel del juez y reducir 

el margen de maniobra del deudor para evitar o mitigar el abuso del derecho en el proceso de 

insolvencia de persona natural no comerciante, sin perjudicar al deudor en verdadero estado de 

cesación de pagos.   
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Programa metodológico 

 

Teniendo en mente que el propósito de este estudio de investigación es encontrar una 

solución a las deficiencias procesales del PIPNNC, deficiencias de carácter práctico que 

devienen en las limitaciones de la administración de justicia y la falta de garantías para las 

partes, como consecuencia del abuso del derecho y las circunstancias que conllevan a ello, es 

necesario abordar la investigación con un método teórico hipotético–deductivo2, con un 

enfoque de carácter jurídico-propositivo3.  

Método que de acuerdo con la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla (2021) “es el 

método utilizado en las investigaciones dogmático-jurídicas dispuesto para la búsqueda de 

soluciones a nuevos problemas jurídicos a partir del ordenamiento existente que no los ha 

previsto expresamente” (p.38), pero sin limitarse a realizar un análisis de los planteamientos 

realizados por otros, yendo un poco más allá al utilizar un enfoque jurídico-propositivo “el cual 

resulta efectivo para aquellos profesionales que, tras plasmar un problema en su investigación, 

pretenden proponer o aportar mecanismos de solución que se desprendan de su previo estudio”. 

(Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, 2021, p.121. 

Por ello, lo primero que se realizará es la exploración del contenido del PIPNNC 

regulado desde el artículo 531 al 576A del C.G.P., para luego identificar las deficiencias 

 
2 “(…) Es el método utilizado en las investigaciones dogmático-jurídicas para buscar la solución a 
problemas jurídicos nuevos a partir del ordenamiento existente que no los ha previsto expresamente. 
(…)”. COLOMBIA. ESCUELA JUDICIAL RODRIGO LARA BONILLA. Manual de Metodología de 
Investigación Jurídica para la Práctica Judicial en la Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla”. Bogotá, 
D.C., pág. 38.  
3 “(…) Esta investigación resulta efectiva para aquellos profesionales que, tras plasmar un problema en 
su investigación, pretenden proponer o aportar mecanismos de solución que se desprendan de su 
previo estudio”. IBID. pág.121. 
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procesales del PIPNNC. Acto seguido, corresponderá determinar las formas en que dichas 

deficiencias influyen y afectan al PIPNNC en la práctica, para lo cual se requerirá analizar 

algunos pronunciamientos judiciales, solicitudes de insolvencia de PNNC, artículos 

investigativos, doctrina y legislación nacional, para finalmente proponer y obtener herramientas 

útiles y suficientes que permitan a los apoderados y a los jueces garantizar los derechos de los 

acreedores, todo ello sin agravar la situación de aquellas personas que realmente se encuentran 

en condición de insolvencia, brindando mecanismos efectivos para proteger los créditos y el 

debido proceso.   
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1. El objeto del proceso de insolvencia de persona 

natural no comerciante PIPNNC 
 

La Ley 1564 de 2012 Código General del Proceso, trajo consigo la implementación de 

un proceso completamente novedoso para el ordenamiento colombiano como lo es el PIPNNC, 

proceso regulado desde el artículo 531 al 576A del estatuto procesal en mención, reglamentado 

mediante el Decreto 2677 de 2012 y reformado mediante la Ley 2445 de 2025. Proceso que, 

por demás, es bastante peculiar en su diseño, ya que a grandes rasgos se divide en dos grandes 

etapas o procedimientos, la primera de ellas, una etapa de negociación de deudas para establecer 

un acuerdo o la convalidación de acuerdos privados ante un centro de conciliación o notario, 

antecedidos de una solicitud de insolvencia y la segunda una etapa de liquidación judicial ante 

un juez civil municipal, juez promiscuo municipal o juez civil del circuito según sea el caso, o 

al menos se podría decir que ese era su diseño original antes de la llegada de la Ley 2445 de 

2025, que incluyó la posibilidad de la liquidación directa o sin bienes, lo cual desdibuja un poco 

el tema de las etapas, como se podrá observar en el siguiente capítulo que hace mención a la 

reforma de la Ley 1564 de 2012 mediante la Ley 2445 de 2025.  

Para el año 2012, el planteamiento del PIPNNC fue algo completamente novedoso para 

el ordenamiento colombiano, puesto que los conciliadores y notarios entraron a tener una 

participación muy activa al adquirir competencias y funciones precisas en el desarrollo del 

proceso de insolvencia, circunstancia que no se había visto para procedimientos de naturaleza 

comercial y menos asociados a personas naturales no comerciante4, ya que desde antigua data 

han existido mecanismos de alivio financiero para el deudor, pero en Colombia dichos 

 
4 En adelante, “persona natural no comerciante” podrá mencionarse también mediante la sigla PNNC. 
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mecanismos siempre han estado encaminados principalmente al deudor comerciante o persona 

jurídica, como se puede observar en los Decretos 410 de 1971, 350 de 1989 y en las Leyes 222 

de 1995 y 1116 de 2006, entre otros, circunstancia que incluso fue objeto de debate en la 

Sentencia C – 699 de 6 de septiembre de 2007, en donde entre varios asuntos se discutió la 

necesidad de crear un régimen exclusivo para las PNNC, en virtud de que la ley 1116 de 2006 

excluía a las PNNC de contar con mecanismos idóneos para declararse en insolvencia, motivo 

por el cual la Corte Constitucional en sus consideraciones advirtió lo siguiente:  

“No obstante lo anterior, considera del caso la Corte puntualizar que, si bien los 

procesos concursales son, fundamentalmente, mecanismos orientados a la protección 

del crédito, no es menos cierto que a través de ellos puede hacerse efectivo el principio 

de solidaridad en aquellos casos en los que, como consecuencia de una situación de 

insolvencia, el deudor se encuentre en una situación de debilidad manifiesta que afecte 

sus derechos fundamentales, razón por la cual resultaría acorde con dicho principio que 

el legislador estableciese un proceso concursal específico para las personas naturales no 

comerciantes que se encuentren en un estado de insolvencia. Para tal efecto, la Corte 

hará un exhorto al Congreso de la República, para que dentro de su potestad de 

configuración legislativa expida un régimen universal al que puedan acogerse las 

personas naturales no comerciantes en situación de insolvencia.”  

Exhorto que a la postre se convertiría en la Ley 1380 de 2010, con un régimen de 

insolvencia para PNNC que además de novedoso, vino a traer beneficios y complicaciones 

como se verá más adelante.  

Dicho esto, para hablar del PIPNNC es necesario ubicarse en el tiempo a partir de la 

promulgación de la Ley 1380 de 2010, ya que pese a que la misma fue declarada inexequible 
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mediante sentencia C-865 de 2011 por vicios en el procedimiento de su promulgación, gran 

parte de su contenido fue tenido en cuenta a la hora de expedir el PIPNNC, en el C.G.P. Sin 

embargo, hay aspectos que lastimosamente no se reprodujeron como el artículo primero de 

dicha ley, el cual estaba orientado de forma adecuada al señalar que la finalidad del PIPNNC 

era cumplir con las obligaciones contraídas por el deudor al expresar lo siguiente:  

“El régimen de insolvencia regulado en la presente ley tiene por objeto permitirle 

al deudor persona natural no comerciante, acogerse a un procedimiento legal que le 

permita mediante un trámite de negociación de deudas en audiencia de conciliación 

extrajudicial celebrar un acuerdo de pago con sus acreedores y cumplir así con sus 

obligaciones pecuniarias pendientes sin importar su naturaleza, salvo las originadas 

en obligaciones alimentarias, ni los procesos ejecutivos correspondientes a las mismas. 

El régimen de insolvencia económica buscará, además, promover siempre la 

buena fe en las relaciones financieras y comerciales de la persona natural no 

comerciante.” (Negrita fuera de texto) 

Aspecto que al parecer no es tan claro o al menos genera algo de confusión, ya que al 

no reproducirse dicho artículo en el actual ordenamiento, ello ha sido visto como una 

oportunidad para interpretar el proceso desde otra perspectiva, en la cual se estima que el 

proceso fue diseñado exclusivamente para brindar al deudor la oportunidad de recuperar su 

capacidad crediticia, al punto que aquellas personas malintencionadas lo ven como una 

oportunidad para realizar un descargue de deudas y eludir el cumplimiento de sus obligaciones; 

circunstancia que hace necesario identificar de forma clara el objeto y finalidad del PIPNNC: 

¿Qué es y para qué sirve?, requiriendo explorar algunas definiciones que permitan orientar al 

lector sobre lo que debería ser la esencia de este tipo de procesos.  
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De acuerdo con el profesor Pájaro Moreno (2013), el PIPNNC “es un conjunto de 

herramientas que el Código General del Proceso dispone para atender la crisis del deudor 

persona natural no comerciante y permitir su reincorporación al mercado”, definición acertada, 

pero a la cual le agregaría que está dispuesta para atender y dar cumplimiento parcial a las 

obligaciones, ya que la esencia del proceso debe estar dirigida al cumplimiento de las 

obligaciones contraídas, así sea de forma parcial, porque, si el deudor entiende que debe cumplir 

con sus obligaciones ello le dará mayor seriedad a los procedimientos e impondrá la carga de 

presentar propuestas serias y reales, para el cumplimiento tanto como le sea posible y en un 

plazo razonable.  De modo que, una vez realizado ese cumplimiento, ahora sí se le permita su 

reincorporación al mercado como consecuencia de haber satisfecho, aunque sea de forma 

parcial, sus obligaciones y no antes, porque por desgracia ver el proceso solamente como una 

ayuda para el deudor y no además como un mecanismo de cumplimiento, es lo que en la práctica 

permite que haya un abuso del derecho. 

Por lo tanto y siguiendo la definición del profesor Pájaro Moreno, se estima que el 

PIPNNC debería definirse como el conjunto de herramientas que el ordenamiento jurídico 

dispone para atender la crisis de deudor y por lo menos cumplir parcialmente las obligaciones 

contraídas por el deudor, persona natural no comerciante y así permitir su reincorporación al 

mercado como consecuencia de la satisfacción de su crisis económica.  

Haciendo énfasis en que el cumplimiento será parcial, en virtud de que si el deudor 

tuviera la capacidad de pagar la totalidad de sus deudas incluyendo los intereses que ello genera, 

estaría en estado de iliquidez pero no en estado de insolvencia como se señalará líneas más 

adelante, siendo muy difícil que un deudor en estado de cesación de pagos, realice el pago de 

la totalidad de sus deudas en periodos razonables, ya que la intención de un proceso de 
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insolvencia tampoco es la perpetuidad del deudor en la realización de pagos o abonos parciales, 

porque desdibujaría su esencia en los términos de la definición planteada.   

Teniendo en mente la anterior definición, es decir el ¿qué es?, se hace necesario avanzar 

en la finalidad del proceso, ¿el para que sirve un PIPNNC?, puesto que según Ortiz Guerrero y 

Cardona Montealegre (2023), la finalidad del proceso es la reincorporación del deudor al 

mercado financiero, autores quienes al parecer también tuvieron en cuenta los postulados de 

Pájaro Moreno, pero sin embargo señalan que el PIPNNC “es un mecanismo legal, estatuido 

para atender la situación crítica del deudor en mora en el pago de sus obligaciones, que tiene 

como finalidad el poder reincorporarlo nuevamente al mercado financiero, mediante los 

procedimientos preventivos -recuperación- y de liquidación”, concepción con la cual discrepo 

al estimar que es contraria a lo planteado por Pájaro Moreno, quien advierte que el mecanismo 

está dispuesto para atender la crisis del deudor, lo cual permite visualizar que lo buscado es 

atender el pasivo, y por lo tanto cumplir con las obligaciones tanto como sea posible.  

Es por ese motivo que, una vez realizado el cumplimiento de las obligaciones cuando 

menos de forma parcial y no antes, el deudor podrá salir de la crisis financiera para luego lograr 

reincorporarse al mercado, pero no como finalidad del proceso sino como consecuencia del 

mismo, planteamiento que  Ortiz Guerrero y Cardona Maldonado (2023) al parecer entienden 

de una forma diferente al estimar que la finalidad última de la insolvencia es reincorporar al 

deudor al mercado financiero mediante los procedimientos establecidos en el proceso, 

interpretación que, aunque muy similar a la de Pájaro Moreno, da lugar a multiplicidad de 

interpretaciones y ambigüedades, situación que ocurre exactamente igual en el C.G.P. al 

haberse obviado el establecer la finalidad del régimen dentro del cuerpo normativo del código, 

cosa que sí traía la Ley 1380 de 2010 tal como ya sé señaló, puesto que dicha ausencia ha 

facilitado la multiplicidad de interpretaciones y algunas de ellas malintencionadas, lo cual en 
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una cultura como la colombiana no es de extrañar que algunos concluyeran que lo importante 

es realizar el descargue de deudas, ya que la finalidad sería la reincorporación del deudor al 

comercio sin importar el método llevando a cabo, pensamiento que al parecer tiene mucha más 

acogida que el cumplimiento de las obligaciones, como se podrá observar con la reforma 

realizada a través de la Ley 2445 de 2025.  
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2. La reforma del PIPNNC mediante la Ley 2445 de 

2025  
 

El 11 de febrero de 2025, se promulgó la Ley 2445 de 2025, la cual tras haber cursado 

algunos años en el Congreso de la Republica como Proyecto de Ley N°. 269 de 2022 y 362 de 

2024 y ser objeto de algunas objeciones presidenciales, nació a la vida jurídica teniendo por 

objeto el siguiente:  

“ARTÍCULO 1. OBJETO. La presente ley tiene por objeto modificar 

el Título IV de la Sección tercera del Libro 3° de la Ley 1564 de 2012, 

referente a los procedimientos de insolvencia de la persona natural no 

comerciante, a fin de; 

A. Incorporar a algunas personas naturales comerciantes al régimen 

de insolvencia de las no comerciantes, previsto en el título IV de la Sección 

Tercera del Libro 3° del Código General del Proceso. 

B. Modificar varias normas del régimen, cuya aplicación ha dado 

lugar a decisiones contradictorias por parte de los jueces en la negociación 

de deudas, y a situaciones de estancamiento de los procesos liquidatorios. 

C. Establecer medidas para flexibilizar el proceso de insolvencia de 

persona natural no comerciante, tras la crisis económica generada por la 

pandemia Covid 19. 

D. Modificar y complementar algunas disposiciones de la liquidación 

patrimonial, con el objeto de hacer más ágil el procedimiento y garantizar la 

entrega de los bienes del concursado a sus adjudicatarios.” 
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Objeto que como se observa está dirigido a flexibilizar el proceso y facilitar el acceso 

de algunas personas naturales comerciantes a los procedimiento de insolvencia de este régimen,  

así como atender algunas particularidades respecto del procedimiento de liquidación, siendo un 

objeto generoso y bien intencionado, el cual trae una serie de beneficios importantes pero que 

a su vez pudo traer una serie de posibles dificultades, asociadas a la inclusión de pequeños 

comerciantes que podrán ingresar al PIPNNC, los ajustes en los trámites liquidatorios y las 

modificaciones realizadas en virtud de las reseñadas decisiones contradictorias de los jueces, 

como se detallará más adelante.   

Sin embargo, de forma previa a abarcar esas posibles dificultades, se hace menester 

hablar del artículo 531 del C.G.P., el cual, así como muchos otros artículos fueron objeto de 

modificación por parte de la Ley 2445 de 2025, en el cual quedó regulada la mencionada 

finalidad que tanta falta hacía en el régimen como se venía señalando previamente. Finalidad 

que lastimosamente desde la perspectiva de quien les habla quedó regulada de la siguiente 

forma:  

“Artículo 531. Finalidad del régimen de insolvencia de la persona 

natural. El régimen de insolvencia de la persona natural que en este título se 

regula tiene por objeto el reintegro de la persona natural que ha sufrido un 

quebranto económico a la actividad productiva nacional, mediante la 

normalización de sus relaciones crediticias a través de (i) un acuerdo con sus 

acreedores, (ii) la convalidación de los acuerdos privados que obtenga con 

algunos de ellos o (iii) la liquidación de su patrimonio, siempre bajo la 

necesaria presunción de la buena fe de las partes y la legitima expectativa 

del acreedor respecto del cumplimiento por parte de aquel del deber de 
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honrar las obligaciones que con él contrajo, hasta donde ello sea posible. 

(…)” Negrita fuera de texto.  

 

En este modificado artículo 531 del C.G.P. se puede observar que se estableció 

precisamente todo lo contrario a lo señalado en el primer capítulo de este escrito sobre el objeto 

del PIPNNC, corroborando que hay un interés mayor en el reintegro de la persona natural al 

comercio o al giro natural de sus actividades económicas, que en el cumplimiento de las 

obligaciones, tirando al traste de forma indirecta la teoría general de las obligaciones que se 

soporta en aquel supuesto de que las obligaciones se crean para ser cumplidas. 

Cumplimiento que al parecer de los redactores de la Ley 2445 de 2025, es menos 

importante que el reintegro del deudor al giro normal de sus actividades, contrariando 

completamente lo que algunos advertimos, ya que desde el primer minuto en que se empezare 

a desarrollar este estudio y previo a que se profiriese la Ley 2445 de 2025 cuando apenas era 

un proyecto de ley, se advertía sobre el rumbo inadecuado que podía estar tomando el régimen 

de insolvencia de la PNNC, ya que como se señaló en la parte introductoria de este escrito, el 

espíritu del proceso debería estar orientado al cumplimiento y satisfacción de las obligaciones 

del deudor, tanto como fuese posible, y no exclusivamente al reintegro efectivo del deudor al 

mercado, lo cual no fue tenido en cuenta por los redactores de la norma, decantándose por lo 

segundo, lo cual se estima es contradictorio con la esencia del régimen y nocivo para el mismo.   

Basta con seguir leyendo el primer párrafo del mentado artículo 531, para advertir una 

seria contradicción que incluso puede llevar a considerar que los redactores de la norma no 

creen en lo allí redactado, puesto que señalan de forma específica que los acuerdos, la 

convalidación de acuerdos privados y la liquidación se soportan en la buena fe y la legitima 

expectativa del acreedor de que el deudor honre las obligaciones contraídas, algo respecto de 
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lo cual se podría afirmar que ni los redactores de la norma creen, o de lo contrario no habrían 

estipulado la postergación del pago de los créditos realizados con el cónyuge o los parientes 

hasta el segundo grado de consanguineidad y la liquidación directa o sin bienes, disposiciones 

que ponen en evidencia dos serias contradicciones, la primera entre la buena fe señalada y la 

necesidad de postergar los créditos de esas personas, porque es bien sabido que normalmente 

las personas naturales no comerciantes y ahora los pequeños comerciantes, suelen acudir de 

forma primigenia a sus familiares y amigos más cercanos para solventar las dificultades 

económicas que se puedan presentar, dejando así en evidencia que incluso los mismos 

redactores de la norma advierten un problema en el régimen de insolvencia, que desde el punto 

de vista de este estudio se asocia al abuso del derecho y la simulación de pasivos, o de lo 

contrario no habría lugar a realizar postergación de créditos de aquellos más cercanos al deudor, 

evidenciando que es bien sabida la existencia de deudas ficticias en este tipo de procesos.  

De igual forma, la segunda contradicción radica en afirmar que los procedimientos de 

insolvencia y en especial el de la liquidación se soportan en la expectativa legítima del acreedor 

de que el deudor honre las obligaciones contraídas, porque con la inclusión de la liquidación 

sin bienes establecida en el numeral 4 del artículo 563 del reformado C.G.P. o artículo 29 de la 

Ley 2445, es claramente paradójico porque qué expectativa va tener un acreedor, si desde un 

principio la norma le está advirtiendo que su deudor no va a sostener ningún tipo de negociación 

con él sino que por el contrario procederá a ir a una liquidación en la que tampoco le dará 

ningún tipo de cumplimiento a las obligaciones, en virtud de que el deudor no tiene con que dar 

cumplimiento. 

Es tan notoria esta contradicción, que si se piensa en la esencia del proceso y los motivos 

por los cuales la Corte Constitucional de Colombia, mediante sentencia C – 699 de 2007, 

exhortó al Congreso de la República a regular un régimen exclusivo para las PNNC, advirtiendo 
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que si bien pueden haber casos de vulnerabilidad manifiesta por parte del deudor, los 

mecanismos de insolvencia están orientados a la protección del crédito, y no porque el deudor 

no sea importante, sino porque, si no se propende por el cumplimiento, eso podría devenir en 

algo supremamente perverso como el encarecimiento del crédito o incluso, la interrupción del 

crédito por la falta de garantías efectivas, lo cual podría afectar la economía general, ya que el 

crédito impulsa el normal funcionamiento de la economía.  De allí la importancia de que el 

acceso al PIPNNC sea equilibrado para todos sus actores, pero ese equilibrio se rompe con la 

liquidación directa sin bienes y con la postergación de créditos, puesto que normalmente no 

todas las personas naturales tienen el mismo nivel de acceso al crédito que podrían tener algunos 

comerciantes y personas jurídicas, siendo esa dificultad por la cual las PNNC y los pequeños 

comerciantes suelen acudir a su núcleo familiar para poder emprender o suplir sus necesidades 

y dificultades económicas más urgentes, pero con la postergación de créditos y la liquidación 

directa lo único que se logra es crear una brecha aún mayor entre las entidades crediticias y las 

PNNC, ya que esas entidades se negarán a prestar dinero por el temor a liquidaciones directas 

y por su parte las familias y amigos tendrán temor de apoyar a sus familiares ante difíciles 

situaciones, porque sus créditos ya están marcados con sospecha, siendo una forma quizá 

errónea de abordar las dificultades que presenta el proceso ante la existencia de créditos 

ficticios.  

Dicho esto, es válido afirmar que al haber establecido en la finalidad del proceso que el 

objeto del proceso fuera el reintegro de la persona natural a la actividad productiva nacional 

tras haber sufrido dificultades, sin que se realizase un cumplimiento cuando menos parcial fue 

una equivocación, ya que ello obvia  un presupuesto básico del sistema jurídico y del vivir en 

comunidad, el cual advierte que las obligaciones se adquieren para ser cumplidas, puesto que 

ante el incumplimiento efectivo y la ineficacia institucional, el único camino que algunos 
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deciden tomar es la violencia, lo cual puede ser el peor resultado posible y más en un contexto 

tan complejo y conflictivo como el de Colombia, motivo por el cual se rechaza tajantemente 

que se visualice el PIPNNC en función exclusiva del reintegro del deudor al comercio y no en 

función del cumplimiento de las obligaciones contraídas, desdibujando completamente la que 

debería ser la finalidad real del proceso, constituyéndose así la primera y una de las más 

importantes deficiencias del PIPNNC. 

Por otra parte, no todo lo planteado en la nueva ley es necesariamente malo, hay cosas 

bastante interesantes, como la inclusión de pequeños comerciantes en el PIPNNC, lo cual, si 

bien puede traer complicaciones, se estima que a su vez puede ser un acierto según se vaya 

dando el desarrollo de la aplicación de la norma, al incluir a un grupo de personas más cercanas 

al régimen de las PNNC que al régimen empresarial de la Ley 1116 de 2006. 

Otro acierto fue la determinación de la competencia de la jurisdicción ordinaria civil 

sobre las controversias señaladas en los artículos 537-paragrafo, 549, 552, 557 у 560, fijando 

competencias claras sobre los asuntos que son de competencia del juez, dándole un rol más 

activo en este aspecto, evitando la mala práctica de algunos despachos judiciales que se 

limitaban a conocer de las objeciones propuestas dentro de la audiencia de negociación de 

deudas, dotando del juez de una participación más activa, algo que lastimosamente se ve 

empañado en el parágrafo del mismo artículo 534 al impedir que el juez realice control de 

legalidad sobre otras actuaciones del conciliador, restándole ese mismo papel relevante que le 

había brindado líneas atrás, y sin embargo se estima que por lo menos es un avance en la 

regulación del proceso.  

Así mismo, otro posible gran acierto puede ser la aparente obligatoriedad de la gratuidad 

en el PIPNNC, debido a que, con la entrada en vigencia de la Ley 2445 de 2025 se perfila una 
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apuesta muy importante por la implementación de los procedimientos de negociación de deudas 

en todos los centros de conciliación de los consultorios jurídicos de facultades de derecho y de 

las entidades públicas, que de materializarse supliría una gran deficiencia de acceso al 

procedimiento de negociación de deudas.  

Lo anterior se observa como un posible gran acierto, en virtud de que durante el año 

2024 se elevó una solicitud ante el Ministerio de Justicia y del Derecho, interrogando sobre 

aquellos lugares distintos a la Procuraduría General de la Nación en donde se prestase el 

servicio de negociación de deudas a nivel nacional y de forma gratuita, obteniendo por respuesta 

del ministerio el 24 de mayo de 2024 la siguiente:  

“Para dar respuesta a este punto a continuación, se relacionan los 

centros de conciliación públicos del país, que se encuentran autorizados para 

adelantar procedimientos de insolvencia económica de persona natural no 

comerciante, de acuerdo con la información registrada en el Sistema de la 

Información de la Conciliación, el Arbitraje y la Amigable Composición – 

SICAAC: 

1. CENTRO DE CONCILIACIÓN DEL CONSULTORIO JURÍDICO 

DE LA FACULTAD DE DERECHO DE LA UNIVERSIDAD 

SURCOLOMBIANA - Autorizado para conocer procedimientos de insolvencia 

económica de persona natural no comerciante.  

2. CENTRO DE CONCILIACIÓN PROCURADURÍA GENERAL DE 

LA NACIÓN Autorizado para conocer procedimientos de insolvencia 

económica de persona natural no comerciante.  

3. CENTRO DE CONCILIACIÓN DEL CONSULTORIO JURÍDICO 

DE LA FACULTAD DE DERECHO DE LA UNIVERSIDAD LIBRE DE 
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CÚCUTA - Autorizado para conocer procedimientos de insolvencia 

económica de persona natural no comerciante. 

4. CENTRO DE CONCILIACION DE LA PROCURADURIA 

GENERAL DE LA NACION EN BARRANQUILLA - Autorizado para conocer 

procedimientos de insolvencia económica de persona natural no comerciante.  

5. CENTRO DE CONCILIACIÓN DE LA PROCURADURÍA 

GENERAL DE LA NACIÓN EN CALI - Autorizado para conocer 

procedimientos de insolvencia económica de persona natural no comerciante.  

6. CENTRO DE CONCILIACION DE LA PROCURADURIA 

GENERAL DE LA NACION EN MEDELLIN - Autorizado para conocer 

procedimientos de insolvencia económica de persona natural no comerciante.  

7. CENTRO DE CONCILIACIÓN DE LA PROCURADURÍA 

GENERAL DE LA NACIÓN EN BUCARAMANGA - Autorizado para conocer 

procedimientos de insolvencia económica de persona natural no comerciante.  

8. CENTRO DE CONCILIACIÓN ADSCRITO AL CONSULTORIO 

JURÍDICO DE LA FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y POLÍTICAS 

INTERNACIONALES DE LA FUNDACIÓN UNIVERSITARIA JUAN DE 

CASTELLANOS - Autorizado para conocer procedimientos de insolvencia 

económica de persona natural no comerciante.” 

 

Respuesta desalentadora, ya que la Procuraduría no presta ese servicio a nivel nacional 

y los centros de conciliación y notarías naturalmente realizan un cobro por sus servicios, siendo 

entonces muy triste que en un país con 32 departamentos y 1.102 municipios solo hayan 8 sitios 

en todo el país a los cuales acudir de forma gratuita, advirtiendo circunstancias de bastante 
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preocupación como el caso de universidades como la Universidad Libre de Colombia, que solo 

presta el servicio en el Municipio de Cúcuta, pero no en su sede principal en Bogotá D.C., la 

cual se pensaría que con más razón brindaría el servicio, pero no es el caso.  

Es en ese sentido, por el cual se estima alentadora esa nueva disposición ya que pese al 

error de redacción en el artículo 535 sobre la fecha de reglamentación para adelantar procesos 

de negociación de deudas, se debe aplaudir que, de lograr materializarse esta importante 

apuesta, se supliría una gran deficiencia de acceso a la administración de justicia de los deudores 

que realmente se encuentren en reales y serias dificultades económicas.  

El siguiente punto que se estima bastante beneficioso, es la reducción del valor 

porcentual de los supuestos de insolvencia en los cuales el deudor debe acreditar encontrarse 

en cesación de pagos de 2 o más obligaciones que se encuentren en una mora superior a noventa 

(90) días, pasando la representación porcentual de la cesación de pagos del 50% al 30% del 

total pasivo de las deudas. Aspecto de bastante relevancia, ya que la reducción de ese 

porcentaje, además de ser positivo, es muy realista, reduciendo la dificultad de un deudor 

honesto para ingresar al proceso de insolvencia sin que deba esperar a que su situación 

financiera esté en un estado tan avanzado o crítico, puesto que  el 50% del total de su pasivo en 

algunos casos, si no es que en todos, puede resultar una suma impagable si lo que se quiere es 

lograr un acuerdo que permita al deudor cumplir con sus obligaciones y su recuperación 

financiera, de allí que se estime positivo este cambio, ya que al permitírsele al deudor acudir de 

una forma más pronta al procedimiento de negociación de deudas se evita que su situación 

financiera sea más crítica y sus obligaciones menos cumplibles.  

Sin embargo, hay quienes puedan llegar a pensar que esa reducción porcentual es un 

aspecto negativo, creyendo que los deudores podrán acceder más fácilmente al proceso para no 
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realizar pagos o suspender las medidas cautelares, debiendo aclarar que ello solo puede ser 

negativo en la medida que se presenten personas inescrupulosas al procedimiento de liquidación 

directa o sin bienes, en búsqueda de eludir el cumplimiento de sus obligaciones, lo cual no 

implica que la reducción porcentual del valor de las acreencias como supuesto de insolvencia 

sea un defecto, distinto a lo que se puede pensar con la liquidación directa al acabar con el 

carácter residual de la liquidación, el cual claramente sí es un defecto como más adelante se 

expondrá de forma precisa.  

Otro de los aspectos que se estiman posiblemente positivos, es la inclusión del artículo 

539A en el procedimiento de negociación de deudas, señalando que es bastante interesante este 

postulado al incluir la posibilidad de que el núcleo familiar de un deudor pueda presentar la 

solicitud de insolvencia, algo de notable valor social, ya que en muchas ocasiones y como suele 

suceder en muchos de los hogares colombianos, si uno de sus miembros se encuentra mal 

económicamente, posiblemente el resto del núcleo familiar se encuentre en las mismas 

circunstancias económicas, en especial cuando se trata del miembro proveedor de ese núcleo 

familiar. Debiendo advertir que, aunque la definición de núcleo familiar puede ser muy amplia, 

hace bien la disposición normativa al limitarla a través de lo señalado en el parágrafo segundo 

del mentado artículo que refiere lo siguiente: “para los efectos del presente artículo se 

entenderá que pertenecen a un mismo núcleo familiar los cónyuges, los compañeros 

permanentes y los parientes dentro del segundo grado de consanguinidad y único civil”. 

El último de los aspectos favorables que la reforma trajo consigo y tal vez el más 

importante es la inclusión de libertad probatoria establecida en el artículo 552 del C.G.P. o 20 

de la Ley 2445 de 2025, en virtud de que la valoración exclusiva en medios de prueba 

documental era una grave deficiencia del proceso, al constituir un limitante al momento de 

probar las objeciones propuestas.  
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En ese sentido, la ampliación de la valoración probatoria en el trámite de objeciones 

dentro del Proceso de Insolvencia de Persona Natural No Comerciante, constituye un avance 

fundamental en la garantía del debido proceso y del principio de contradicción, como bien lo 

señaló Ucros B. (2025)5, en su exposición de las reformas traídas por la Ley 2445 de 2025, ante 

la Superintendencia de Sociedades, al señalar que ya no se le dice al objetante, al objetado y al 

deudor que además de sustentar la objeción en la audiencia de negociación de deudas, solo 

podrá aportar exclusivamente evidencias documentales como medios de prueba, sino que por 

el contrario de forma adicional se le dijo que podrá aportar y solicitar medios de prueba distintos 

a la evidencia documental y que el juez que conozca de las objeciones podrá decretar pruebas 

de oficio según estime correcto, lo cual resulta muy útil para acabar con el abuso del derecho.  

Y es que al poder preguntar e indagar sobre los detalles de la relación que dieron origen 

a la obligación, se podrá evitar la necesidad de recurrir a la acción de simulación para discutir 

la simulación de pasivos o créditos fraudulentos; lo cual no implica que no se pueda hacer uso 

de esa acción, ya que de requerirse la acción de simulación puede ser útil en el entendido que 

dicha acción cuenta con un trámite procesal de mayor resorte, sin obviar el gran beneficio que 

trae la incorporación de libertad probatoria dentro de las objeciones del procedimiento de 

negociación de deudas.  

Adicionalmente, una interpretación amplia de la valoración probatoria permite que el 

proceso cumpla su propósito de manera equilibrada y transparente, como garantía mínima para 

evitar beneficiar a quienes actúan de mala fe. En definitiva, una valoración probatoria robusta 

y flexible es indispensable para asegurar que las objeciones no sean un mero trámite, sino un 

 
5 Superintendencia de Sociedades. (2025, 28 de marzo). La insolvencia de la persona natural no 
comerciante y la pequeña comerciante [Video]. YouTube. 
https://www.youtube.com/watch?v=jLQ4NxFPvVc 

https://www.youtube.com/watch?v=jLQ4NxFPvVc
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verdadero instrumento de equilibrio entre el derecho a la rehabilitación del deudor y el derecho 

de crédito de los acreedores. 

Así las cosas, es claro que estos aportes representan algunos de los aspectos más 

provechosos de la Ley 2445 de 2025, de los cuales se realiza una breve mención al estimar que 

tienen un impacto social muy importante y deseable, lo cual no implica que sean los únicos 

elementos positivos introducidos por la reforma. Sin embargo, por no ser la naturaleza del 

presente estudio abordar exhaustivamente todas las modificaciones normativas, esto no será 

posible, debiendo aclarar que se hizo únicamente una referencia general a dichos aportes, con 

el fin de ofrecer un contexto más amplio sobre el estado actual del PIPNNC; lo cual permitirá 

centrar la atención en las dificultades que presenta el proceso de insolvencia de persona natural 

no comerciante y en los nuevos conflictos que podría haber generado la promulgación de la Ley 

2445 de 2025, así como en aquellos que puedan surgir con el transcurso del tiempo según su 

aplicación práctica. 
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3. El abuso del Derecho y el fraude a la ley 
 

El ejercicio abusivo de un derecho debe ser una práctica tan antigua casi como la 

existencia del mismo Derecho, pero para que exista abuso del derecho debe existir un derecho 

del cual abusar, circunstancia que durante mucho tiempo no fue tan clara y puede que para 

algunos aún no lo sea. Discusión que se dio tanto a nivel nacional como internacional, tal como 

se puede observar en una sentencia de antigua data de la Sala de Negocios Generales de la Corte 

Suprema de Justicia de Colombia de 6 de septiembre de 1935, sobre la noción y criterios de lo 

que apenas era una teoría sobre el Abuso del derecho asociada al artículo 2341 del Código Civil 

C.C. y cuyo tema versaba sobre el pago de perjuicios por no haberse perfeccionado un contrato 

por parte del Estado.  

En dicha sentencia se encuentran plasmados algunos argumentos tanto de los más 

acérrimos detractores como lo era Planiol M., así como de algunos fuertes partidarios de lo que 

apenas se denominaba teoría; el primero quien a grandes rasgos sostenía que no había lugar al 

abuso del derecho si se estaba haciendo uso del mismo, siendo incompatible para él, que al 

hacer uso de un derecho se pudiese cometer un abuso, ya que precisamente lo que se estaba 

ejerciendo era el uso de un derecho debidamente establecido en la ley y que por lo tanto no 

podían coincidir el uso y el abuso de un derecho en una misma actuación, y los segundos 

quienes por su parte sostenían que el abuso del derecho se presentaba cuando se hacía ejercicio 

de un derecho con una intención de causar un daño o cuando el derecho ejercido carecía de un 

fin útil, falto de seriedad y legitimidad, carente de algún fin económico y social, en un ejercicio 

anormal del derecho. (Corte Suprema de Justicia NEG.GEN 06-09-1935 XLII 601) 
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Discusión que no terminaría allí, como consecuencia de la ausencia de regulación 

expresa sobre el abuso del derecho en el Código Civil, pero sin la cual no se abriría la puerta a 

la materialización de lo que fuese una teoría a lo que hoy es una realidad, al punto de encontrar 

positivizada de forma efectiva la figura del abuso del derecho en el ordenamiento colombiano 

como se puede observar en el artículo 830 del Código de Comercio, el cual manifiesta que “El 

que abuse de sus derechos estará obligado a indemnizar los perjuicios que cause”, artículo que 

por sí solo no aclara mucho, pero interpretado a la luz de la jurisprudencia actual es claro que 

el abuso del derecho ha pasado de ser una mera teoría a una institución sustancial con una 

definición como la que se puede observar en la Sentencia SU-631 de 12 de octubre de 2017, en 

la cual se precisa y puntualiza sobre el abuso del derecho al manifestar que:   

El abuso del derecho, según lo ha destacado esta Corporación, supone 

que su titular haga de una facultad o garantía subjetiva un uso contrapuesto 

a sus fines, a su alcance y a la extensión característica que le permite el 

sistema. Se presenta cuando en el ejercicio de un derecho subjetivo se 

desbordan los límites que el ordenamiento le impone a este, con independencia 

de que con ello ocurra un daño a terceros. Es la conducta de la extralimitación 

la que define al abuso del derecho, mientras el daño le es meramente 

accidental. 

El abuso del derecho se configura cuando se fractura la relación 

finalística que hay entre (i) la dimensión particular del derecho subjetivo y (ii) 

la proyección social con la que aquel se ha previsto. Se trata por lo general de 

situaciones en las que, en aplicación de una disposición normativa que 

desarrolla un derecho subjetivo, éste se desvía y logra un alcance más allá de 

sí mismo. Usualmente se advierte en escenarios judiciales cuando genera una 
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lesión a un interés ajeno, no contemplada por el ordenamiento y, en esa 

medida, ilegítima. (Corte Constitucional SU – 631,2017). 

Definición que por demás confirma las nociones iniciales del abuso del derecho vistas 

en 1935, cuando el abuso del derecho era apenas una teoría, la cual hoy se encuentra 

ampliamente reafirmada como se puede observar en los planteamientos de Camacho Rozo 

(2022), quien a su vez cita los postulados de la Corte Constitucional haciendo referencia a que 

esos postulados son el desarrollo de la tesis objetiva de Louis Josserand, postulados que han 

evolucionado al punto de tener nociones claras sobre el momento en el que se presenta el abuso 

del derecho,  lo cual se puede observar en Sentencia T-280 de 27 de abril de 2017, proferida 

por la Corte Constitucional, quien refiere que: 

Una persona comete abuso del derecho cuando: (i) obtuvo el derecho de forma 

legítima, pero lo utiliza para fines contrarios al ordenamiento jurídico; (ii) se 

aprovecha de la interpretación de las normas o las reglas, con el fin de obtener 

resultados no previstos por el ordenamiento jurídico; (iii) hace un uso inadecuado e 

irrazonable del derecho, contrario a su contenido esencial y a sus fines; y (iv) invoca 

las normas de una forma excesiva y desproporcionada desvirtuando el objetivo jurídico 

que persiguen. (Corte Constitucional sentencia T-280, 2017) 

Es entonces claro que, tras muchas décadas de desarrollo jurídico el abuso del derecho 

ha alcanzado el punto en el que es plausible afirmar que sin derecho no hay abuso de este y que 

para la existencia de dicho abuso debe existir el uso o ejercicio de un derecho legítimo ejercido 

inapropiadamente, tal como se puede observar de forma sencilla en el siguiente ejemplo:  

Si una persona construye en un predio vecino, está transgrediendo los límites 

materiales de su derecho pues no tiene derecho de construir ahí. Una situación diferente 
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se presenta si el propietario eleva su muro más de lo necesario obstruyendo la luz de la 

casa de al lado pues en este caso sí se presenta un abuso de derecho. (Ávila Cristancho 

et. 2016) 

Ejemplo sencillo, pero esencial para empezar a acerarse de forma más concreta y 

puntual a la postulación de la existencia o no existencia del abuso del derecho en el PIPNNC,  

siendo entonces necesario traer a colación lo conceptuado por Atienza M. & Ruiz Manero J. 

(2000) quienes señalan que el abuso del derecho es aquel que se presenta cuando se hace 

ejercicio de un derecho subjetivo, con acciones prima facie permitidas, en especial si se trata 

de derechos complejos como el derecho de propiedad o como para el caso que ocupa este 

estudio, el derecho de insolvencia o si se quiere el derecho a declararse en insolvencia. 

Debiendo precisar que, desde la perspectiva de este estudio cuando una persona se encuentra 

en estado de cesación de pagos le nace un derecho a declararse en estado de insolvencia, 

constituyendo un derecho subjetivo, que al ser ejercido de forma indebida se encuentra en una 

muy delgada línea entre el abuso del derecho y el fraude a la ley, circunstancia por la cual se 

hace necesario diferenciar entre estos dos conceptos, siendo pertinente traer a colación el 

concepto de fraude a la ley, para diferenciarlo de forma clara del concepto de abuso del derecho 

ya expuesto.  

De acuerdo con la Corte Constitucional de Colombia, (Sentencia T-073 de 25 de febrero 

de 2019) el fraude a la ley es aquel comportamiento que: 

(…) puede calificarse como fraudulento cuando la actuación, que en apariencia se 

ajusta a la prescripción normativa, en la realidad conlleva una situación manifiestamente 

contraria a un principio del ordenamiento superior. De este modo, el fraude se presenta como 

un supuesto de infracción indirecta de la ley, por dos razones. Por una parte, los actos 
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realizados en fraude a la ley no impiden la debida aplicación de la norma que se hubiese 

tratado de eludir. Por otra, producen una situación que atenta contra el orden constitucional 

y los principios que inspiran el reconocimiento de un derecho previsto por una disposición 

particular, la cual es empleada para obtener el resultado no deseado por el legislador (…).  

En ese orden de ideas, y trayendo nuevamente a colación los conceptos de los ya 

mencionados Atienza M. & Ruiz Manero J. (2000) se puntualiza que la diferencia entre el abuso 

del derecho y el fraude a la ley reside en lo siguiente:  

 (…) la diferencia esencial entre el abuso del derecho y el fraude a la ley reside en que 

el abuso es relativo a acciones que constituyen casos de ejercicio de un derecho subjetivo 

mientras que el fraude es relativo a acciones que suponen casos de uso de un poder normativo 

(de una regla que confiere poder). Pero esto requiere alguna clarificación ulterior.  

Un derecho subjetivo, en el sentido amplio y usual de esta expresión, es un título que 

constituye el fundamento de un haz de posiciones normativas (de derechos subjetivos en sentido 

estricto, libertades, poderes normativos e inmunidades) dirigidas a proteger y/o a promover un 

estado de cosas que considera valioso. Este haz de posiciones normativas implica la 

posibilidad fáctica por parte del titular del derecho de afectar negativamente intereses ajenos. 

El abuso se produce cuando está afectación de derechos ajenos no resulta justificada a la luz 

de aquello que constituye la razón del título: esto es, la protección y/o promoción de un cierto 

estado de cosas valioso. Y ello bien por razones subjetivas, por cuanto el derecho se usa sin 

otra finalidad discernible que el afectar negativamente a intereses ajenos, bien por razones 

objetivas: cuando esta afectación negativa resulta <<excesiva>> o <<anormal>>. Conferir 

un poder normativo y el correspondiente permiso para ejercerlo, por su parte, implica atribuir 

a un sujeto la posibilidad normativa de producir ciertos resultados institucionales o cambios 
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normativos (cambios en el estatus normativo del propio titular del poder, en el caso de los 

poderes normativos de autonomía característicos del derecho privado, o en el estatus 

normativo de personas distintas del propio titular del poder, en el caso de los poderes de 

heteronomía, característicos del derecho público). El fraude se produce cuando el uso, prima 

facie licito, de un poder normativo da lugar a un estado de cosas situado más allá de ese poder 

normativo.  

Del haz de posiciones normativos en que se manifiesta un derecho subjetivo en sentido 

amplio puede formar parte de poderes normativos, es esta la razón de que pueda haber 

acciones que quepa calificar, simultáneamente, como abusivas y como fraudulentas. Como 

abusivas, por cuanto afectan negativamente a intereses ajenos de forma injustificable, como 

fraudulentas, por cuanto esta afectación negativa se lleva a cabo de un poder negativo.  

Confirmando de este modo que para abusar de un derecho debe existir el mismo (un 

derecho subjetivo del cual abusar y no un poder normativo), situación que puede causar un poco 

de confusión y más aún en lo que respecta a la simulación de créditos, “obligaciones dinerarias 

ficticias” tema respecto del cual se precisan dos cosas: la primera, en insolvencia de persona 

natural no comerciante quien abusa del derecho de insolvencia es la persona que se presenta a 

insolvencia, de modo que aunque haya terceros que le ayuden al deudor con la simulación de 

los créditos ello no implica que esas personas estén abusando de ese derecho, lo cual no obsta 

que puedan estar incurriendo en otro tipo de actos o conductas de carácter civil e incluso penal. 

La segunda, la simulación puede ser total o parcial, pero por el hecho de ser parcial no implica 

que no se constituya el abuso del derecho de insolvencia, de modo que, si el deudor realmente 

adeuda a su acreedor algún dinero, el establecer una supuesta acreencia por un valor superior 

al efectivamente adeudado, no hace inexistente el abuso del derecho por la existencia de una 

obligación por un monto menor. 
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Siendo entonces este estudio el que permitirá adentrarse en uno de los ¿por qué? el 

deudor abusa del derecho de insolvencia, teniendo por respuesta que ello puede deberse a 

múltiples factores respecto de los cuales solo se hará énfasis en la necesidad del deudor de 

obtener un acuerdo de pago en la negociación de deudas, ya que como bien lo menciona 

Camacho Rozo (2022), existen acreedores hostiles, circunstancia que puede conllevar al deudor 

a forzar la necesidad de obtener los votos del acuerdo mediante actuaciones reprochables como 

la simulación de deudas o presentación de acreedores falsos al proceso, distinto a lo hecho por 

otro tipo de deudores que simula sus acreencias con la finalidad no de obtener un acuerdo, sino 

por el contrario guardar las apariencias y cometer un posible fraude a la ley o lo que denominaré 

en este estudio abuso impropio del derecho, forzando la liquidación mediante votaciones 

negativas en contra de la propuesta del acuerdo y aparentar una intención real de pago que 

nunca existió o yendo de forma directa a la liquidación al dejar de pagar sus obligaciones con 

la única finalidad de abusar del poder normativo dispuesto en la ley ante la carencia de derecho 

subjetivo de insolvencia.  

De allí la importancia de traer a colación, las definiciones de fraude a la ley y abuso del 

derecho, para empezar a discernir entre ellas  y enfocarse exclusivamente en la institución del 

abuso del derecho, ya que un objetivo de esta investigación es identificar la existencia del abuso 

del derecho en el PIPNNC, para luego analizar las falencias de la norma procesal de las cuales 

se está aprovechando el deudor abusivo en perjuicio de sus acreedores, debido a que ambas 

instituciones pueden confundirse fácilmente, sin olvidar que la presencia de una de las dos, no 

implica la ausencia de la otra en el marco de un PIPNNC.  

Finalmente, para dar cierre a este capítulo, es de advertir que tanto deudor como 

acreedor están en condición de abusar del derecho de insolvencia, puntualizando que para el 

caso del acreedor dicho abuso se puede presentar de forma previa al proceso de insolvencia, 
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mediante el abuso de las medidas cautelares como señalan Hernández V. y Pardo M. 2011, o 

para el caso de la insolvencia mediante el incumplimiento deliberado de los acuerdos por parte 

de los acreedores o la exigencia de pagos irrazonables para ejercer un voto favorable a los 

acuerdos, de allí que se hable de acreedores hostiles, circunstancia que al parecer suele pasar 

desapercibida como consecuencia del diseño y la ausencia formal de un objeto y finalidad en el 

PIPNNC, que se acompase con lo debiese ser la esencia del proceso, esencia dirigida al 

cumplimiento de las obligaciones y no como con la actual regulación del régimen plasmada en 

la Ley 2445 de 2025, que como ya se ha advertido se estima contraria a la esencia del PIPNNC.  
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4. El abuso del derecho en el PIPNNC 
 

En este capítulo se abordarán algunos de los elementos que se deben tener en cuenta 

para la materialización del abuso del derecho en el PIPNNC, incluyendo algunos análisis 

realizados por varios autores sobre el proceso de insolvencia de persona natural no comerciante, 

motivo por el cual se tendrán en cuenta aspectos como la definición y esencia de las 

obligaciones, la distinción entre la falta de liquidez inmediata y la cesación de pagos, el 

funcionamiento y aplicación del PIPNNC en el marco del C.G.P. y la verificación de la 

existencia del abuso del derecho en el PIPNNC como un problema sin atender. 

Aspectos que se desarrollan dentro en los siguientes tres subtítulos: 

  4.1. El deber de cumplimiento de las obligaciones y la cesación de pagos  

 

Teniendo en claro que la finalidad del PIPNNC debería estar dirigida principalmente al 

cumplimiento de las obligaciones, cuando menos de forma parcial, para luego abarcar sus 

beneficios como el descargue de deudas y la recuperación de la capacidad crediticia del deudor; 

se hace necesario observar de forma primigenia el significado del concepto de obligación, antes 

de realizar cualquier análisis del abuso del derecho en el PIPNNC. Motivo por el cual se señala 

que de acuerdo con Ospina Fernández (2008), así como por muchos otros tratadistas, cuando 

se habla de obligación debe entenderse que es “un vínculo jurídico en virtud del cual una 

persona determinada debe realizar una prestación en provecho de otra”, concepto muy sencillo 

pero muy claro, el cual indica la existencia de una relación entre dos partes contrapuestas, el 

deudor y el acreedor. Relación o vínculo jurídico a través del cual el deudor debe realizar una 

prestación en beneficio de su acreedor, pero adicionalmente trae consigo una serie de 

responsabilidades para ambas partes, principalmente para el deudor.  
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Responsabilidades en las cuales (…) el deudor tiene la obligación de cumplir con 

aquella obligación contraída, es decir que es su responsabilidad cumplir; por su parte el acreedor 

está en la obligación de esperar hasta que la obligación sea exigible, de modo que, si se cumple 

por parte del deudor la relación realizó su cometido, pero, si no lo hace, ello genera una 

responsabilidad por la insatisfacción de la obligación, lo cual faculta al acreedor para ejercer 

una ejecución forzosa, ya que no puede simplemente el deudor incumplir impunemente, porque 

ello lo libraría de cualquier responsabilidad, circunstancia que es contraria a la naturaleza 

intrínseca de las obligaciones, la cual radica en su cumplimiento, so pena de exponerse a las 

acciones jurídicas por parte del acreedor. (Hinestrosa F. 2007. p)   

Y en ese sentido, es notorio que no todas las personas dan cumplimiento a sus 

obligaciones, debiendo entender que el incumplimiento por sí solo no da lugar a hacer uso de 

del derecho de insolvencia, ya que como señala Pájaro Moreno (2013), los procedimientos de 

insolvencia son reglas excepcionales diseñadas para situaciones excepcionales. No cualquier 

dificultad ni cualquier incumplimiento amerita hacer uso de estos mecanismos, sino sólo en 

aquellos casos en los que exista una verdadera crisis, que la ley denomina “cesación de pagos”.  

Circunstancia por la cual es importante distinguir entre aquel que es incapaz de atender 

su pasivo estando en insolvencia por cesación de pagos y el que solo está incumplido en sus 

obligaciones estando en iliquidez, conceptos que pueden ser afines más no iguales. Dado que 

está en estado de insolvencia exclusivamente aquel que es incapaz de atender su pasivo por 

cesación de pagos, mientras que el que solo está incumplido en sus obligaciones está en 

iliquidez, como se advierte a continuación:  

“Si bien el concepto de iliquidez se encuentra íntimamente relacionado con el 

de insolvencia, ambos presentan una serie de diferencias; mientras el último comporta 
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la incapacidad definitiva de pagar la totalidad de las deudas, el primero implica una 

situación coyuntural que hace referencia a la falta de dinero disponible o a la carencia 

de bienes fácilmente convertibles en dinero. Es decir, “mientras la insolvencia se traduce 

en la imposibilidad del patrimonio de atender las obligaciones por ser estas superiores 

a los activos con que cuenta el deudor, la iliquidez no toma en cuenta la ecuación activo-

pasivo, sino la imposibilidad del deudor de atender sus obligaciones en un momento 

determinado (…)”.  Rodríguez Espitia (2015) 

Distinción que aparentemente García Perdomo & Marín Martínez (2014) no tuvieron 

en cuenta, al punto de afirmar que:  

 “Insolvencia es la falta de solvencia económica, la incapacidad de pagar una deuda, 

también entendida como el desequilibrio patrimonial entre lo que se tiene y lo que se debe.  Esta 

incapacidad para realizar los pagos puede recaer tanto en una persona natural como en una 

persona jurídica. Aunque se trata de una situación legal – incapacidad para pagar – el 

concepto es económico y se entiende, en un sentido amplio como falta de liquidez 

inmediata para pagar las obligaciones contraídas”. (Negrita fuera de texto) 

Algo completamente distinto a lo planteado por Rodríguez Espitia, quien perfectamente 

distingue entre ambos conceptos, circunstancia que también advierten Bernal Pardo et. (2014) 

al señalar que la insolvencia es un estado económico al que llegan las sociedades o personas 

naturales, ante la imposibilidad de pagar las obligaciones adquiridas, bien sea de manera 

voluntaria o impuestas, con sus ingresos o con sus bienes.  

Descripción que reafirma, la distinción planteada por Rodríguez Espitia, siendo claro 

que para abusar del derecho de insolvencia por parte de una PNNC se requiere tener ese 

derecho, y para tener ese derecho se debe estar en crisis económica “cesación de pagos” por el 
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incumplimiento de sus obligaciones y acreditar una serie de requisitos que prevé el C.G.P., y 

su reforma en los términos del artículo 532 del C.G.P., al artículo 539 A, haciendo especial 

énfasis en la cesación de pagos de dos (2) o más obligaciones a favor de dos (2) o más 

acreedores por más de noventa (90) días, acreditando que el valor porcentual de las obligaciones 

incumplidas represente no menos del treinta por ciento (30%) del pasivo total a su cargo.  

Siendo entonces la anterior distinción de vital importancia, ya que para algunos estar en 

estado de iliquidez e insolvencia son exactamente iguales o cuando menos estiman que ambas 

situaciones son aplicables para tener el derecho de insolvencia como se puedo dilucidar de la 

definición de insolvencia dada por García Perdomo y Marín Martínez, la cual por sí sola dista 

bastante de los conceptos brindados por Rodríguez Espitia, ya que tener por insolvencia la falta 

de liquidez inmediata en el sentido amplio puede implicar el fin de los procesos ejecutivos por 

obligaciones de dinero, puesto que ello podría entenderse de forma amplia y mal intencionada 

como la oportunidad para que las PNNC dejen de cumplir sus obligaciones dinerarias pese a 

tener el patrimonio o los medios para dar cumplimiento a sus obligaciones en un futuro mediato 

o a largo plazo, sustrayéndose del cumplimiento de sus obligaciones ante la falta de liquidez 

inmediata y por lo tanto optando por el descargue de deudas, siendo ese tipo de ambigüedades 

e interpretaciones parciales o acomodadas las que han permitido que se presente el abuso del 

derecho de insolvencia, con miras a evitar el cumplimiento de las obligaciones contraídas.  

De modo que la falta de claridad y orientación en la que debería ser la finalidad del 

PIPNNC “el cumplimiento de las obligaciones”, así como la inobservancia entre las 

condiciones reales de insolvencia “cesación de pagos”, han permitido que se dé una apertura 

cada vez mayor a la existencia del abuso del derecho dentro del PIPNNC, con miramientos 

exclusivamente orientados a evitar el cumplimiento de las obligaciones y a causar un daño a 

los acreedores como se observa a continuación. 
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 4.2. El funcionamiento del Abuso del derecho en el PIPNNC antes de la Ley 

2445 de 2025 

Teniendo en mente el deber intrínseco de cumplimiento de las obligaciones y la 

diferencia entre iliquidez y cesación de pagos, es entonces el momento oportuno para esclarecer 

y dilucidar de la mejor manera posible la figura del abuso del derecho de insolvencia. Para 

lograr ese objetivo, es necesario hacer uso de una fórmula planteada por Atienza M. y Manero 

Ruiz J. (2000) aplicada al derecho de insolvencia de la siguiente manera: la acción A (declararse 

en insolvencia) realizada por un sujeto S (el deudor) en las circunstancias X (cesación de pagos) 

es abusiva si y solo si:  

1. Existe una regla regulativa (se presenta el escenario en que se cumplen los 

supuestos de insolvencia establecidos en el artículo 538 del C.G.P. modificado 

por la Ley 2445 de 2025 y en consecuencia el deudor puede acceder al proceso 

de insolvencia) que permite a S (el deudor) realizar A (declararse en 

insolvencia), en las circunstancias X (cesación de pagos). Esta regla es un 

elemento del haz de posiciones normativas en que se encuentra S, (el deudor) 

como titular de un cierto derecho subjetivo (derecho de insolvencia o derecho 

a declararse en insolvencia). 

2. Como consecuencia de A (declararse en insolvencia), otro u otros sujetos 

sufren un daño, D, (no poder iniciar procesos ejecutivos en contra del deudor, 

suspensión de procesos y medidas cautelares, entre otros) y no existe una regla 

regulativa que prohíba causar D (la norma no prohíbe los mencionados daños, 

por el contrario, avala la suspensión de procesos ejecutivos y sus medidas 

cautelares). 
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3. D (la suspensión de las ejecuciones y las medidas cautelares), sin embargo, 

aparece como un daño injustificado porque se da alguna de las siguientes 

circunstancias:  

3.1) Que, al realizar A (declararse en insolvencia), S (el deudor) no perseguía otra 

finalidad discernible más que causar D (suspensión de las ejecuciones y medidas 

cautelares, para: 1. no pagar, 2. pagar sin retribución de intereses, 3. ir a liquidación 

directa tras desmembrar su patrimonio o 4. Lograr acuerdos con plazos irrisorios sin 

retribución de intereses) o que S (el deudor) realizó A (declararse en insolvencia) sin 

ningún fin serio y legítimo discernible. 

3.2) Que D (1. no pagar, 2. pagar sin retribución de intereses, 3. ir a liquidación directa 

tras desmembrar su patrimonio o 4. Lograr acuerdos con plazos irrisorios sin retribución 

de intereses), es un daño excesivo o anormal.  (Siendo estos ejemplos daños excesivos 

y anormales a la esencia del proceso que debería estar orientada a la consecución del 

mejor resultado para todas las partes y no en beneficio de uno y en perjuicio del otro). 

4. El carácter injustificado del daño determina que la acción A (declararse en 

insolvencia) quede fuera del alcance de los principios que justifican la regla 

permisiva a que se alude en 1) y que surja una nueva regla que establece que 

en las circunstancias X [X más alguna Circunstancia que suponga una forma 

de realización de 3.1) o 3.2)] devienen o resultan en que la acción A está 

prohibida.   

Dicho esto, se plantearán algunos casos hipotéticos, en los cuales se tendrán en cuenta aspectos 

que se observan en el ejercicio diario del litigio, respecto del cómo estaba funcionando el 

PIPNNC antes de la entrada en vigor de la Ley 2545 de 2025, para dar lugar a contextualizar 

de mejor manera la anterior formula: 
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1. Pablo (S) “una PNNC” profesional con ingresos mensuales de cinco millones 

de pesos $5.000.000 COP correspondientes a su salario, su único activo, presentó una 

solicitud de insolvencia con deudas por un valor de seiscientos millones de pesos 

$600.000.000 COP por concepto de capital y se declaró en (A) “se declaró en insolvencia”. 

En contra de Pablo cursaban tres procesos ejecutivos por encontrarse en (X) “cesación de 

pagos”, procesos que se vieron suspendidos, así como sus medidas cautelares, ello como 

consecuencia de la aceptación en el procedimiento de negociación de deudas, causando (D) 

“los acreedores no pudieron seguir ejecutando de forma efectiva sus acreencias” para 

lo cual Pablo tuvo que pagar 30 S.M.L.M.V para el año 2024, de conformidad con las tarifas 

establecidas en el Decreto 2677 de 2012. 

Las deudas de Pablo están divididas entre entidades bancarias, cooperativas y 

personas naturales. En su solicitud de insolvencia (A), Pablo (S), señaló estar en cesación 

de pagos (X) y contar con un millón de pesos $1.000.000 mensuales para pagar sus 

acreencias durante un periodo de 10 años, sin retribución o pago de intereses (D), más los 

ingresos adicionales que en el futuro aumentaran su salario, justificando unos supuestos 

gastos por cuatro millones de pesos $4.000.000 COP. 

De las deudas presentadas por pablo, el 65% correspondían a acreencias con 

personas naturales quienes presentaron las respectivas letras de cambio dentro del 

procedimiento de negociación de deudas y el 35% restante correspondían a las deudas que 

estaban ejecutando las entidades bancarias. Dentro de la negociación de deudas, un grupo 

de personas naturales equivalente al 60% de la totalidad de las deudas, votó favorablemente 

el acuerdo, manifestando que era mejor recibir algo que perderlo todo.  
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Pese a la presentación de algunas objeciones sobre la existencia de las obligaciones, 

las mismas fueron resueltas negativamente, toda vez que los títulos valores aportados 

gozaban de presunción de autenticidad, motivo por el cual el acuerdo fue aprobado y el 

deudor se comprometió a pagar $120.000.000 de pesos de los $600.000.000 de pesos, 

durante un periodo de 10 años.  

Ahora bien, de los seiscientos millones de pesos $600.000.000 COP presentados en 

la solicitud de insolvencia, solo el 40% eran deudas legítimas, el restante 60% eran 

simuladas, efectivamente Pablo era una PNNNC (S) que adeudaba doscientos cuarenta 

millones de pesos $240.000.000 COP en capital, Pablo realmente estaba en cesación de 

pagos (X) y tenía una mora superior a 90 días y cumplía de forma efectiva los requisitos 

para acogerse a un PIPNNC (A), sin embargo, Pablo abusó de su derecho a declararse en 

insolvencia al presentar acreencias falsas para controlar el rumbo del proceso y forzar un 

acuerdo muy conveniente para él, durante el cual sus acreedores reales recibirían una 

retribución pírrica en comparación a lo que hubiesen podido haber obtenido de haber 

continuado con los procesos ejecutivos, causándoles un daño (D) e incluso varios daños a 

sus acreedores reales, los cuales no se enmaran exclusivamente en la suspensión de las 

ejecuciones o medidas cautelares, sino otras circunstancias como la creación de pasivos 

para esos acreedores o pérdida de su poder adquisitivo de bienes y servicios, en especial si 

se trata de otras PNNC.  

2. Juan es un una PNNC que como trabajador independiente cuenta con ingresos 

mensuales fijos de seis millones de pesos $6.000.000 COP, quien adquirió dos créditos por 

veinte millones de pesos $20.000.000 COP cada uno, a una tasa fija del 1.9% mensual 

durante 36 meses, transcurridos dos meses, Juan incumplió con el pago de las cuotas de 
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crédito que podría cubrir en los siguientes meses, pero no lo hizo, motivo por el cual en su 

contra cursan dos procesos ejecutivos de quinta clase por parte de las dos entidades 

bancarias. Juan quien pese a tener la capacidad económica para realizar el pago de sus 

acreencias en un plazo razonable incluyendo sus respectivos intereses, decidió no ponerse 

al día con el pago de las cuotas de los dos créditos al estimar que él no podía pagar de forma 

inmediata esos créditos y enterarse de la existencia del PIPNNC, motivo por el cual  

manifiesta no contar con la capacidad económica suficiente para dar cumplimiento a sus 

obligaciones por lo que solicita ser admitido en PIPNNC ante un centro de conciliación, 

presentando como deudas las dos acreencias de los procesos ejecutivos y otras dos deudas 

simuladas con su primo y su hijo por un capital de treinta y cinco millones de pesos 

$35.000.000 COP y quince millones de pesos $15’000.000 COP respectivamente, ambas 

con apariencia de mora superior a 90 días. 

El centro de conciliación admite a Juan en el proceso al estimar que se cumplían los 

requisitos del proceso, en el cual la propuesta de acuerdo de pago presentada fue pagar los 

noventa millones $90’000.000 de capital inicial de las cuatro deudas en un plazo de 10 años 

sin intereses, en cuotas mensuales de $750.000 pesos de los cuales debería pagar 

aproximadamente el $166.666 pesos a cada banco, propuesta que fue votada negativamente 

por los familiares de Juan y quienes por contar con la mayoría de los votos como señala el 

numeral 2 del artículo 553 del C.G.P., evidentemente enviaron el proceso a liquidación y 

de esa forma Juan evadió el pago de sus acreencias y solo pagó cinco millones cien mil 

pesos $5.100.000 COP por la tarifa del centro de conciliación y adicionalmente un monto 

de seis millones de pesos $6.000.000 COP en la liquidación patrimonial correspondientes 

al embargo de la quinta parte del salario de Pablo, el cual estuvo embargado durante 5 
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meses, antes de la suspensión de la medida cautelar con la aceptación en negociación de 

deudas.  

Como resultado posterior a la liquidación, los acreedores recibieron un pago ínfimo 

y Pablo recibió el beneficio de la mutación de sus obligaciones a obligaciones naturales, 

quedando libre de obligaciones jurídicamente exigibles. 

En ese orden de ideas, Juan a diferencia de Pablo realizó lo que para este texto se 

señaló como un abuso del derecho impropio o si se quiere un fraude a la ley, ya que pese a 

ser una PNNC, él no se encontraba en estado de insolvencia, sino en estado de iliquidez y 

adicionalmente Juan ideó una estrategia para defraudar a sus acreedores y acogerse a un 

proceso respecto del cual no tenía un derecho subjetivo que ejercer, ya que a diferencia de 

Pablo, él hubiese podido pagar en un plazo razonable sin la necesidad de siquiera  acogerse 

al proceso.  

Teniendo en mente estos dos casos, se puede advertir que Pablo abusó de su derecho 

para controlar el rumbo del proceso de insolvencia, agravando su estado de insolvencia y 

generando un daño a sus acreedores al pagar menos de lo que realmente les hubiese podido 

pagar en el mismo plazo de tiempo, pero por la otra parte, Juan no abusó en estricto sentido 

del derecho de insolvencia puesto que él nunca estuvo en dicho estado, ya que su iliquidez 

era momentánea pero no una cesación de pagos definitiva y si bien por el ejemplo se podría 

pensar que Juan y Pablo están en la misma situación, es por ello que se precisó que Juan 

podría haber cubierto el incumplimiento en los siguientes meses, pero para dar mayor 

claridad y siguiendo el mismo ejemplo de Juan, pensemos lo siguiente:  

Supongamos que Juan nunca incumplió en las cuotas de los créditos solicitados, 

pero al enterarse de la existencia del PIPNNC, deliberadamente decidió dejar de pagarlos 

para luego simular las demás deudas tal como hizo en el ejemplo mencionado, o por el 
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contrario siguió pagándolos pero creó deudas ficticias para poder cumplir los supuestos 

jurídicos y así poder presentar la solicitud de negociación de deudas y luego lograr el mismo 

resultado forzando una liquidación, lo cual podrá sonar irrazonable para algunos, pero la 

realidad es que hay personas que no se encuentran en cesación de pagos pero generan las 

condiciones para aparentar estarlo y así defraudar a sus acreedores y recibir un ingreso de 

dinero que no estaba en su patrimonio y apropiárselo sin tener que cumplir esa obligación, 

basta con ver el sinfín de publicaciones en redes sociales ofreciendo el servicio de 

insolvencia de PNNC, con una apariencia muy dudosa, atrayendo a personas que no están 

interesados en cumplir sus obligaciones, lo cual desde la perspectiva aquí planteada 

constituye el mencionado abuso del derecho impropio, puesto que ese tipo de personas 

como Juan, nunca tuvieron el ejercicio legítimo del uso del derecho subjetivo de insolvencia 

para poder acogerse de forma real a una negociación de deudas o liquidación de las mismas.   

 

Así mismo he de señalar que ese interés ilegitimo en hacer uso del PIPNNC, por 

aquellos que a quienes no está dirigida la norma, es una circunstancia que se puede 

comprobar de forma rápida y sencilla de la siguiente de manera: 

Lo primero será ingresar a una red social como Instagram y buscar insolvencia de 

persona natural no comerciante, allí el algoritmo le arrojará distintos tipos de publicidad 

sobre el tema, publicidad que va desde el curso promovido por el Instituto Colombiano de 

Derecho Procesal ICDP sobre la actualización del régimen respecto con ocasión de la Ley 

2445 de 2025, así como de profesionales muy claros y éticos que indican los requisitos para 

acogerse al PIPNNC, hasta publicidad de carácter ambiguo en la que se señala que ellos 

suspenden embargos y libranzas o aquellas que incluso afirman que la insolvencia es la 

única opción para solucionar problemas de deudas, sin pagar nada.  
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Siendo entonces el segundo paso, proceder a revisar varias de esas publicaciones, el 

contenido de estas y los comentarios realizados por los interesados, en donde encontraran 

comentarios dirigidos exclusivamente a evitar el pago de sus obligaciones, lo cual corrobora 

la cultura del incumplimiento que se mencionaba al inicio de este escrito, ya que 

lamentablemente siempre hay quienes buscan aprovecharse del sistema para obtener 

beneficios respecto de los cuales no deberías hacer uso.  

De este modo y de manera muy resumid, se advierten algunos escenarios de cómo ha 

estado funcionando el PIPNNC hasta el 11 de febrero de 2025 y lo que ha estado sucediendo 

en redes sociales, así como en los centros de conciliación y notarias, en donde no se verifican 

de forma efectiva los requisitos mínimos de aceptación en etapa de negociación de deudas, 

como consecuencia de la deficiente regulación y la falta de herramientas jurídicas para 

contrarrestar el abuso del derecho. Aspectos conocidos por muchos, pero pocas veces expuestos 

de forma pública, pero que en algunas ocasiones son mencionados, como lo reseño la 

Asobancaria en la Edición 1106 de la Semana Económica de Asobancaria del 11 de septiembre 

de 2017, denotando que no es una problemática nueva ni inexistente, como se verá en el 

siguiente punto.  

Debiendo adelantar que es por esos aspectos y situaciones que se hace necesario obtener 

herramientas útiles y suficientes que permitan garantizar los derechos de los acreedores, todo 

ello sin agravar la situación de aquellas personas que realmente se encuentran en condición de 

insolvencia, lo cual no es desconocido ni para el Estado, ni para los deudores, acreedores y 

mucho menos para los abogados litigantes.  
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  4.3. El abuso del derecho en el PIPNNC, un mal conocido y poco atendido 

 

Como se  pudo ver en los anteriores ejemplos, es clara la existencia de un problema 

serio en el PIPNNC, problemática que no es nueva, ni desconocida y la cual tampoco es algo 

novedoso que se venga a dar a conocer con este estudio, puesto que desde el año 2017, 

Asobancaria (2017), expuso de forma clara la existencia de un problema consistente con la 

simulación de créditos o acreedores falsos, así como irregularidades en el proceso, lo cual de 

acuerdo con esa entidad, viene siendo advertido desde el año 2014; hecho que se corresponde 

con los incrementos de los procesos liquidatarios de acuerdo con las estadísticas del Ministerio 

de justicia (2024),  como se podrá observar en las gráficas 1 y 2 (adjuntas a continuación), 

donde se resalta que para abril de 2024 se habían presentado 2.568 solicitudes de insolvencia, 

cifra que casi se quintuplica para finales de diciembre con una cifra de 11.018 solicitudes de 

insolvencia de persona natural no comerciante. Adicionalmente es claro que, vistas las 

estadísticas de acuerdos y no acuerdos por cada año como se observa en la imagen 3, se advierte 

que los no acuerdos han ido aumentando, al punto que los no acuerdos, casi doblan el número 

de acuerdos celebrados, lo cual implica la liquidación del patrimonio de los deudores, ya sea 

por la falta de credibilidad en el procedimiento de negociación de deudas o por el 

direccionamiento del proceso para la liquidación del patrimonio.  
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Img. 1-2: Solicitudes de insolvencia de persona natural no comerciante: se visualiza el crecimiento 

histórico de las Solicitudes de insolvencia de persona natural no comerciante en Colombia6 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Img. 3: Resultados de insolvencia de persona natural no comerciante: se visualiza el crecimiento 

histórico de los acuerdos, no acuerdos, otros y sin resultado del PIPNNC7. 

Problemática que tampoco pasó desapercibida en el Tribunal Superior de Cali (2020), 

la cual puso en evidencia al ratificar en sede de tutela la decisión de un juez que se negó a abrir 

la liquidación del patrimonio del deudor persona natural no comerciante, al estimar que la  

finalidad de la liquidación patrimonial es adjudicar los bienes del deudor a los acreedores para 

satisfacer sus acreencias sino totalmente, al menos parte de las mismas, y no para mutar las 

obligaciones a cargo del deudor en naturales sin una retribución razonable, lo cual ni se 

observaba en la propuesta de negociación de deudas, por la carencia de patrimonio real para el 

 
6 COLOMBIA, Ministerio de Justicia. Solicitudes de insolvencia de persona natural no comerciante, tomadas 

el 16 de abril de 2024 y el 12 de enero de 2025 respectivamente de la página del SICAAC 

https://www.sicaac.gov.co/Informacion/EstadisticaSolvencia  
7 IBID. Resultados de insolvencia de persona natural no comerciante tomada el 12 de enero de 2025 de la página 

del SICAAC https://www.sicaac.gov.co/Informacion/EstadisticaSolvencia  

https://www.sicaac.gov.co/Informacion/EstadisticaSolvencia
https://www.sicaac.gov.co/Informacion/EstadisticaSolvencia
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cubrimiento de una deuda tan abultada como la que acusaba el deudor, denotando la 

insatisfacción y las dudas con los procedimientos del PIPNNC.  

Planteamiento judicial que en estricto sentido y a la luz de la regulación del C.G.P. 

posiblemente era erróneo, puesto que según la regulación previa a la reforma de la Ley 2445 de 

2025, la liquidación debía abrirse de forma inmediata y así lo advierten Morguenstain S. & 

Ucros B. (2022), quienes señalan que ello contrariaba lo dispuesto en el artículo 563 del C.G.P., 

el cual ordena la apertura inmediata de la liquidación al referir en el parágrafo que “En caso de 

fracaso de la negociación, el conciliador remitirá las actuaciones al juez, quien decretará de 

plano la apertura del procedimiento liquidatorio”, hecho reforzado con  lo dispuesto mediante 

Sentencia STC11678 de 2021, así como por los nuevos requisitos impuestos a la liquidación de 

la PNNC en la Ley 2445 de 2025; apreciaciones que pueden ser compartidas o no, pero que 

lamentablemente no cambian la realidad a la que se enfrenta el juez respecto a la limitación de 

sus poderes, sobre todo para aquel juez que advierte posibles irregularidades, dejándolo sin 

herramientas mediante las cuales pueda negarse a dar apertura a la liquidación de insolvencia, 

según cada caso en concreto, ya sea para mitigar el abuso del derecho o en su defecto al fraude 

a la ley según corresponda. 

Porque si bien la norma disponía que debía ordenarse de plano la apertura de la 

liquidación por el fracaso de las negociaciones, no se podía olvidar que dicha norma hace parte 

de un conjunto de normas que integran el C.G.P., motivo por el cual se estima que no estaba de 

más que el juez hiciera un control de legalidad si a bien lo tenía cuando advirtiese situaciones 

irrisorias como las que se presentaban en ese caso, independientemente de las minucias del 

caso, ya fuera que el solicitante de la insolvencia fuese un deudor solidario o deudor directo, 

pero contrario a ello se le limitaron las facultades del juez con la reforma en un afán de darle 

celeridad al proceso, celeridad que si bien es necesaria no se puede sacrificar garantías y 
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seguridad jurídica al regular exclusivamente lo que deberá verificar el juez para dar paso a la 

liquidación por el fracaso de la negociación de deudas.   

Y es ese tipo de situaciones son las que conllevan a cuestionarse, ¿qué está ocurriendo 

con el PIPNNC? y ¿por qué no hay criticas formales y serias a la estructura del proceso?, puesto 

que al observar algunos de los escritos asociados al tema se encontró una ausencia de crítica 

formal, quizá porque la literatura relacionada a la materia que ocupa este estudio es limitada, 

tal vez por tratarse de una regulación relativamente nueva con apenas casi trece años desde su 

creación y con un poco más de seis meses de haberse promulgado su reforma el 11 de febrero 

de 2025, mediante Ley 2445 de 2025. Pero no por ello esa misma literatura debe limitarse 

exclusivamente a describir la estructura y funcionamiento del PIPNNC, como prácticamente 

está sucediendo, circunstancia que es muy cuestionable, puesto que pese a que es un hecho el 

conocimiento de la existencia de malas prácticas no se observan críticas formales y profundas, 

como se podrá observar al mencionar algunos de los siguientes escritos asociados al PIPNNC: 

El primero de ellos, el estudio presentado por Goyes Bucheli (2015), quien realiza un 

breve estudio de diferentes ordenamientos en materia de insolvencia de PNNC, destacando la 

importancia y necesidad de un PIPNNC, permitiendo observar que no es una necesidad 

exclusiva de la sociedad colombiana. Además, realiza una comparación entre la Ley 1380 de 

2010 y el C.G.P., advirtiendo las similitudes, algunas mejoras y otros defectos como el tema de 

la competencia de conciliadores y notarios, el cual estima fue resuelto con la expedición del 

Decreto 2677 de 2012, punto respecto del cual todavía hay aspectos a mejorar, de allí que uno 

de los defectos planteados en el presente estudio sea el tema de la competencia de los centros 

de conciliación. 
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Por su parte, Rodríguez Espitia8 (2015) explica la estructura, orden y funcionamiento 

del PIPNNC, pero no abarca las deficiencias que generan problemas en el procedimiento, de 

modo que ante los posibles vacíos normativos se limita a señalar las bondades de los artículo 

11 y 12 del C.G.P., y ante la presencia de situaciones como el abuso del derecho, se limita a 

esbozar cómo funcionan las acciones revocatorias y de simulación, sin entrar a realizar una 

crítica precisa o puntual a las situaciones que se presentan en el procedimiento, enfocándose 

más en las virtudes del proceso, que en los posibles problemas a corregir, advirtiendo que si 

bien las ventajas de los procedimientos del proceso son bastantes, no sirven de mucho si en la 

práctica no se pueden materializar por el actuar desleal de algunos deudores. Autor a quien 

además es de cuestionarle el por qué en su obra Nuevo Régimen de Insolvencia, Rodríguez 

Espitia (2019) sobre la insolvencia empresarial sí hace mención expresa a la existencia del 

abuso del derecho, señalando que dicho abuso tiene que presentarse de bulto, mientras que, en 

su obra asociada a la insolvencia de persona natural no comerciante, omite hacer mención 

expresa a dicha institución jurídica, como si el proceso de insolvencia comercial fuera más 

relevante que el de las personas no comerciantes, pese a que él suele ser muy crítico en los 

conversatorios y espacios dirigidos a estos temas. 

En igual sentido sucede con Santa Díaz (2020), quien analiza la necesidad básica de la 

existencia de un PIPNNC y la utilidad que aporta ese tipo de procesos para la sociedad 

colombiana y la administración de justicia, al trasladar este tipo de procesos en cabeza de los 

centros de conciliación y notarios, quien además deja en claro la existencia de inconformidades 

provenientes principalmente del sector bancario que advertían del redireccionamiento del 

 
8 OP.cit. RODRIGUEZ ESPITIA, Juan José. Régimen de la persona natural no comerciante. pág 152.  
(…) De forma que los principios y reglas previamente abordados se constituyen en pautas 
hermenéuticas para aclarar las dudas o disposiciones oscuras que pueden presentarse en el curso de 
los procedimientos, dando siempre prevalencia a los postulados constitucionales y a los derechos 
fundamentales. (…) 



Deficiencias procesales y el abuso del derecho en el proceso de insolvencia de persona natural 

no comerciante en Colombia                                                                                                    52 

 

 
 

proceso de insolvencia por parte del deudor según su conveniencia, pero sin entrar a valorar 

aspectos puntuales y de fondo que sean objeto de dificultades en el desarrollo de un PIPNNC.  

De igual manera lo hace Contreras Méndez (2020), al mencionar la forma en que se 

desarrolla el proceso, sus particularidades y aporta una serie de formatos, pero no cuestiona el 

funcionamiento, ni realiza advertencias sobre las vulnerabilidades de la norma que pueden ser 

aprovechadas por los deudores en perjuicio de sus acreedores, dolencia que también aquejan a 

Azula Camacho (2020) en el Tomo V de su obra Manual de Derecho Procesal, ya que se limita 

a describir el proceso, sus etapas y procedimientos, pero ninguno de los aquí mencionados 

señala de forma precisa la utilización indebida el PIPNNC, como si por el hecho de regularse 

unas acciones revocatorias y de simulación bastase para garantizar el ejercicio adecuado del 

derecho de insolvencia.  

Ahora bien, es justo señalar que no para todo el mundo la situación ha pasado 

desapercibida, puesto que los ya mencionados Morgestein S. y Ucrós B. (2022), realizan un 

estudio más crítico dirigido a advertir lo que se puede y no se puede hacer en un PIPNNC por 

parte de la administración de justicia, revelando varias de las limitaciones a las que se enfrenta 

el juez del proceso de insolvencia, todo ello al realizar el estudio de la ya mencionada Sentencia 

de tutela proferida por el Tribunal Superior de Cali, en donde se pueden apreciar adicionalmente 

las contradicciones del objeto del proceso y el cómo aplicarlo, ya que les asiste razón al afirmar 

que:  

(…)El juez de la liquidación patrimonial no es juez del procedimiento de negociación 

de deudas (ni del conciliador o notario), por tanto no puede ejercer control de legalidad (art 132 

del Código General del Proceso) sobre la actuación que estos hayan adelantado (para eso hay 

otras instancias).(…), pero respecto de quienes se discrepa en la orientación hacia la cual 
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dirigieron el objeto y finalidad del proceso, ya que el Dr. Cesar Ucros Barros fue participe de 

la reforma realizada mediante la Ley 2445 de 2025. 

Otros de los autores llamados a mencionar son Ortiz G. & Cardona M. (2023), quienes 

sí advierten de forma similar la problemática del objeto de este estudio, pero con una 

perspectiva diferente, enfocándose en la recuperación económica y financiera del deudor, pero 

no en el cumplimiento de las obligaciones, circunstancia que se estima es parte del problema, 

ya que la recuperación económica del deudor debe ser una consecuencia del cumplimiento de 

obligaciones, situación que no va a cambiar si se sigue abordando el problema desde la óptica 

del qué hacer por el deudor y no del qué puede hacer el deudor para recuperar la confianza de 

su acreedor, porque al pescador no hay que darle el pescado, sino hay que enseñarle a pescar, 

lo cual es tan útil para el deudor, como para la sociedad porque ello permitirá educar al deudor, 

sobre una mejor administración financiera. 

Ahora bien, para continuar con lo anterior se debe resaltar, que dicho trabajo no 

distingue entre abuso del derecho y fraude a la ley, así como tampoco propone alternativas 

nuevas que permitan cambiar la esencia del proceso, reiterando nuevamente la existencia de 

malas prácticas por parte de conciliadores y notarios y la flexibilidad de los requisitos para 

acceder al proceso, la existencia de acciones revocatorias y de simulación, e incluso señalando 

el uso de la Acción de Tutela como método adicional para contrarrestar el abuso del derecho, 

acción que ciertamente no debe estar dirigida como un mecanismo para corregir las malas 

prácticas de notarios y conciliadores, ni para suplir las deficiencias del PIPNNC, siendo este el 

punto de quiebre donde entra a tener relevancia la presente investigación al centrarse en los 

aspectos concretos de los cuales se está aprovechando el deudor para abusar de su derecho de 

insolvencia en detrimento de sus acreedores.  
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Es por ello que, es válido afirmar que a lo largo de la literatura revisada hay varios 

puntos en común, como la necesidad y utilidad de un PIPNNC, así como los beneficios que trae 

consigo dicha norma, pero también hay tres preocupaciones que se exponen de manera clara y 

continua. La primera, consistente en la falta de identificación clara de la existencia del abuso 

del derecho por parte de algunos deudores en perjuicio de sus acreedores, para controlar el 

rumbo de los procedimientos del proceso, la segunda consistente en la limitación de los poderes 

del juez para contrarrestar las malas prácticas al interior del proceso y la tercera y más 

importante la existencia de vacíos o lo que he denominado como deficiencias del proceso de 

insolvencia de persona natural no comerciante, las cuales conllevan a la existencia de las dos 

primeras preocupaciones, ya que si el ordenamiento tuviese otra regulación, otro tipo de 

contenido o elementos, dificultaría el abuso del derecho y a su vez dotaría de capacidad a los 

jueces para impedir dicho abuso. Sin embargo, pese a advertir dichas inquietudes lo cierto es 

que no hay una propuesta clara en la literatura abordada para contrarrestarlas, asiendo necesario 

este estudio. 

Motivo por el cual es necesario tener en cuenta lo reseñado por Isaza Upegui (2021), 

quien advierte de la existencia del deudor con vocación de pago, realizando una distinción del 

deudor que persigue una finalidad defraudatoria del que no, circunstancia por la cual una de las 

propuestas de este estudio es el cumplimiento obligatorio del 20% de las acreencias, como 

requisito previo a la apertura de la liquidación, ya que ello genera más tranquilidad en los 

acreedores, más dificultades para los defraudadores y más certezas para aquellos que teman la 

liquidación forzada de su patrimonio, debiendo recurrir a maniobras como el abuso del derecho 

por temor a no obtener un acuerdo, circunstancia que solo se puede materializar mediante la 

limitación de la autonomía negocial de las partes, al imponer nuevos requisitos de ley que 

garanticen un proceso más transparente y quizá una justicia sin daño como de la que habla 
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SÚAREZ ACERO (2021), enfocada en reducir los daños ya causados y en reparar a la sociedad 

y a las partes, planteamiento que permitiría sanar la credibilidad del ciudadano en el proceso de 

insolvencia de persona natural no comerciante y en la administración de justicia. 
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5. Deficiencias en el proceso de insolvencia de persona 

natural no comerciante PIPNNC  
 

De acuerdo con la Real Academia Española RAE (2024), deficiencia es la 

“Falta o escasez de algo que se juzga necesario”, motivo por el cual se eleva la siguiente 

inquietud, ¿dónde se encuentra la o las deficiencias del PIPNNC? Debiendo responder que, 

desde la perspectiva de este estudio la mayor deficiencia es el problema de la falta de eficacia 

de las normas plasmadas en el PIPNNC, circunstancia que en palabras de Bobbio N. (2005) 

sería lo siguiente:  

(…) el problema de eficacia de una norma es el problema de si la norma es o no 

cumplida por las personas a quien se dirige (los llamados destinatarios de la norma jurídica) y, 

en el caso de ser violada, que se le haga valer con medios coercitivos por la autoridad que la ha 

impuesto.  Dejando en claro que por algún motivo la norma o en este caso las normas que 

conforman el PIPNNC no están siendo cumplidas por sus destinatarios y tampoco hay forma 

efectiva en la cual la autoridad las haga cumplir, teniendo en claro que uno de los problemas 

más grandes, si no es que el más grande de los problemas que han enfrentado los procesos 

concursales es el cómo impedir que el deudor no abuse de su derecho mediante la simulación 

de deudas o mediante el desmembramiento del patrimonio, ya sea para agravar su situación 

económica o tener la facilidad de manejar el número de votos, bien para aprobar el tipo de 

acuerdo deseado por el deudor o ir directamente a liquidación cuando sí se cuenta con bienes 

que no son realmente apreciables económicamente en comparación de las deudas, situaciones 

que por decirlo de cierta manera se podrían solucionar o mitigar en gran manera con la 

obligación de llevar contabilidad acorde a las normas NIIF que tienen los comerciante y 

personas jurídicas, ya que:  
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“La contabilidad cumple fundamentalmente dos funciones: permite que el comerciante 

tenga información relacionada con la marcha actual de sus asuntos, pero también comunica a 

terceros, ajenos al negocio, acerca del desenvolvimiento de estos. Así, la contabilidad tiene una 

función interna, que interesa exclusivamente al comerciante, pero se ve complementada por una 

función externa, que beneficia a la comunidad, es decir, a los bancos, los acreedores, los 

proveedores, los inversionistas, los organismos de vigilancia estatal, el aparato fiscal, los 

comerciantes con quienes pueden entablarse negocios o litigios y, en general, la comunidad 

toda”9. (Corte Constitucional Sentencia C-062 de 2008) 

Circunstancia o herramienta que lastimosamente es de difícil aplicación en el PIPNNC, 

ya que no existe la obligatoriedad de llevar contabilidad por parte de las PNNC y que de 

imponerse la obligatoriedad de la contabilidad sería de una enorme dificultad de aplicación,  

dificultad que hace que sea más sencillo abusar del derecho, ya que para que una PNNC en 

estado de insolvencia logre abusar del derecho le es suficiente que al momento de presentar la 

solicitud de insolvencia cumpla con los supuestos del artículo 538 y los requisitos del artículo 

539 del C.G.P., simulando dos o más deudas que superen el 50% del total sus deudas y que la 

supuesta fecha de vencimiento sea de un periodo superior a noventa días, de ese modo tendrá 

la mayoría de los votos para llevar el proceso por el rumbo que desee, ya sea un acuerdo 

extremadamente largo o incluso una liquidación en ceros en donde también estarían cumplidos 

los supuestos de insolvencia.  

Así las cosas, es menester señalar nuevamente que el PIPNNC es un proceso que a 

grandes rasgos consta de 2 etapas, la negociación de deudas antecedida por la solicitud de 

 
9 COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencia C-062 del 30 de enero de 2008, M. P.: Marco Gerardo 
Monroy Cabra. Tomado de Rodríguez Espitia, Juan José. Nuevo Régimen de Insolvencia. 2ed. Bogotá 
D.C., Universidad Externado de Colombia, 2019, pág.219. 
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insolvencia y la liquidación, ambas con deficiencias dentro de las cuales se enuncian las 

siguientes:  

1. La ausencia de un objeto claro “Propósito o finalidad para el PIPNNC”, que 

permita dar certeza sin lugar a interpretaciones ambiguas sobre la finalidad del proceso. 

En este primer defecto o primera deficiencia, se ha de señalar que se estima que la actual 

finalidad plasmada en la Ley 2445 de 2025, es una deficiencia en los términos señalados en el 

primer y segundo capítulo de este escrito, puesto que el orientar el proceso hacia la recuperación 

de la capacidad económica del deudor genera incertidumbre en los acreedores, mientras que 

orientar el proceso al cumplimiento de las obligaciones, para luego obtener un beneficio por 

parte del deudor genera un marco más claro para los acreedores, ya que refuerza la idea de que 

el deudor no está siendo exonerado de sus deberes sino reestructurando su deuda para 

cumplirlos. Esto mitiga la percepción de impunidad o abuso del proceso. 

De igual manera el haber orientado el proceso a la rehabilitación del deudor, puede abrir 

la oportunidad a que aquellas personas fraudulentas elaboren estrategias dirigidas a eludir el 

pago de sus obligaciones, lo cual ya ocurría antes de la reforma normativa, pero puede hacer 

que ese pensamiento común tome más fuerza, circunstancia que adicionalmente hará que 

aumente la pérdida de la credibilidad por parte los acreedores en la buena fe de los deudores y 

posiblemente acreciente la violencia. Por el contrario, un enfoque dirigido al cumplimiento de 

las obligaciones respalda la confianza en los vínculos jurídicos y en las instituciones normativas 

y jurídicas, en este caso en el proceso, ya que al pescador no hay que entregarle el pescado en 

las manos sino enseñarle a pescar tal como ya se mencionó, y en ese sentido si al deudor se le 

promueve la cultura del cumplimiento, cada vez habrá una mejor respuesta social para creer en 

que el deudor está realmente enfocado en recuperar la credibilidad de sus acreedores, pese a su 

difícil situación económica y que su intención no ha sido la de defraudarlos y aprovecharse del 
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sistema sino que por el contrario de verdad está atravesando una crisis financiera estando en 

estado de cesación de pagos. 

Finalmente, y en armonía con la definición planteada en el primer capítulo de estes 

estudio sobre el objeto del PIPNNC, definición orientada al cumplimiento cuando menos 

parcial de las obligaciones contraídas, se señala que el mantener el objeto y finalidad del 

proceso tal como fueron planteados en la Ley 2445 de 2025, es una deficiencia porque ello deja 

en un plano secundario, o excluyente, la protección del derecho de crédito de los acreedores, 

desequilibrando el proceso y la armonización de los intereses de todas las partes, generando 

una justicia que podría catalogarse como injusta, la cual agravaría y ahondaría los daños 

sociales, económicos y perjudicaría aún más la credibilidad en la administración de justicia.  

2. El segundo defecto es la competencia de los centros de conciliación y notarios 

sin una supervisión clara como administradores de justicia en el proceso de negociación de 

deudas y la gratuidad de la administración de justicia. Este defecto se divide en dos partes:  

• Se estima que la competencia de los centros de conciliación y notarías puede ser 

una deficiencia el PIPNNC, en virtud de lo dispuesto en el artículo 534 de la Ley 2545 de 2025, 

que limita el control de legalidad que pueden realizar los jueces respecto de las actuaciones 

realizadas por parte de los operadores de insolvencia, lo cual es cuestionable ya que los notarios 

y centros de conciliación no hacen parte de la jurisdicción ordinaria ni tienen funciones 

jurisdiccionales, por lo que sus actuaciones no están sometidas al mismo grado de vigilancia, 

responsabilidad ni control que los jueces y si bien el juez de insolvencia no es juez de las 

actuaciones de notarios y conciliadores, sí es el encargado natural de administrar justicia y 

garantizar que los procesos se ciñan a lo dispuesto normativamente. De allí que la falta de un 
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mecanismo robusto de supervisión judicial sobre estos particulares puede generar 

actuaciones arbitrarias, irregularidades procesales y afectación al debido proceso. 

Debiendo aclarara que no está mal que los conciliadores tomen el rol que están 

asumiendo, pero sin embargo se insiste en que sí es necesario que haya un grado de vigilancia 

adicional, ya sea por parte del Ministerio de Justicia o de los jueces, porque claramente en 

muchas ocasiones resultan siendo los conciliadores y notarios exageradamente permisivos y 

laxos con el cumplimiento de los requisitos formales de la solicitud de insolvencia y el 

cumplimiento de los supuestos para acogerse al procedimiento de negociación de deudas.  

Adicionalmente, es un poco cuestionable la posibilidad de que se elija por parte del 

deudor el centro de conciliación o notaría donde deberá atenderse el procedimiento de 

negociación de deudas o convalidación de acuerdos privados cuando no hubiese ninguno de los 

dos en su lugar de domicilio, ya que se estima que hubiese sido importante revisar la 

competencia de los conciliadores fuera del domicilio del deudor en virtud de que la 

administración de justicia debe propender por tener alcance en todo el territorio nacional y más 

en este tipo de procesos, ello en virtud de que en los municipios es más útil que el procedimiento 

de negociación de deudas se adelante en el mismo domicilio del deudor por el nivel de 

conocimiento o enteramiento que suele haber de las actividades desarrolladas por los deudores, 

sus condiciones socioeconómicas y el relacionamiento con los demás ciudadanos, para que a 

su vez el conciliador o notario de ser el caso pueda tener más elementos de juicio de presentarse 

algún reparo por parte de algún acreedor o para que los acreedores bancarios y entidades 

financieras puedan analizar de mejor manera la relación entre deudores y otros acreedores, ello 

con miras en los casos en que haya lugar a determinar si existe o no la posibilidad de que se 

hubiesen creado pasivos falsos para el redireccionamiento del proceso, como se expondrá a 

continuación.  
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En muchas regiones del país, como en la región de Lengupá en el departamento de 

Boyacá, hasta donde es de conocimiento de quien les escribe, no hay notarías ni centros de 

conciliación que presten el servicio de conciliación en el marco de los procedimientos de 

insolvencia, puesto que pese a estar habilitadas las notarías no cuentan con lista de conciliadores 

para el mentado servicio, circunstancia por la cual los deudores suelen presentar sus solicitudes 

en la ciudad de Tunja en cualquiera de los diversos centros de conciliación, ya que la otra opción 

es acudir a la sede de la Cámara de Comercio de Tunja en esa región, pero en el municipio 

donde está ubicada esa sede no cuenta con los espacios para que la conciliación se lleve a cabo 

en el municipio, debiendo adelantarse en Tunja, lo cual trae consigo, bien sea el problema del 

desplazamiento y sus costos o el de acceso remoto a través de medios digitales, de los cuales 

muchas personas no hacen uso y sobre todo en zonas rurales que cuentan con difícil 

conectividad.  

Para dimensionar lo anterior, se pone de presente el siguiente caso real, una profesora 

de la mencionada región, solicitó su admisión al procedimiento de negociación de deudas y ante 

la carencia de notaría y centro de conciliación en ese círculo judicial y notarial, decidió acudir 

a un centro de conciliación en la capital del departamento, allí fue admitida en el procedimiento 

de negociación de deudas, pero ante la ausencia de manejo de TICS varios de sus acreedores, 

habitantes rurales o de avanzada edad no se hicieron parte en el procedimiento. Adicionalmente 

con posterioridad al transcurso de la audiencia de negociación de las deudas que como resultado 

tuvo una votación negativa y liquidación del patrimonio, uno de los acreedores vino a enterarse 

que la deudora seguía obteniendo créditos de habitantes del sector rural de esa región durante 

todo el trámite de insolvencia, créditos que superaban, en total el monto al que ascendían los 

gastos necesarios para su subsistencia y la de las personas a su cargo, lo cual contrariaba lo 

reportado con la solicitud de negociación de deudas. Siendo entonces relevante este ejemplo, 
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porque todavía en los municipios pequeños las personas suelen tener más enteramiento o un 

enteramiento más pronto sobre este tipo de situaciones, ya sea para no dar pie a prestar dinero 

a personas en estado de cesación de pagos y perder su dinero entrando en un ciclo de cobros a 

una persona sin capacidad de pago, o ya sea para poner en conocimiento de las autoridades las 

actividades de los deudores, puesto que para esa época el artículo 549 del C.G.P. prohibía la 

adquisición de nuevas obligaciones sin contar con el consentimiento de un número plural de 

acreedores que representara la mitad más uno del valor de los pasivos.   

Es por estos motivos que se estima que la competencia de los conciliadores, puede ser 

una deficiencia en el proceso al encontrarse con limitaciones tan marcadas en cuanto a la 

competencia territorial, situación que ha facilitado el uso inadecuado de las disposiciones 

normativas en detrimento de nuevos acreedores o de los acreedores al interior del proceso.  

• Advertida la deficiencia en la competencia de los notarios o conciliadores por 

los factores mencionados, corresponde mencionar el tema de la gratuidad, el cual si bien ya fue 

mencionado en este escrito como una importante apuesta, es necesario aclarar que hasta que no 

se materialice esa gratuidad, ese aspecto seguirá siendo una deficiencia del proceso, la cual 

radica en la imposibilidad de acudir de forma gratuita al servicio que prestan los centros de 

conciliación universitarios y la Procuraduría General de la Nación en esta materia, ya que como 

se mencionó de acuerdo con el Ministerio de Justicia a nivel nacional solo hay 8 lugares donde 

se puede hacer uso de este servicio de forma gratuita, aclarando que en el caso de la 

procuraduría solo aplica para estratos 1 y 2, sin exceder de 100 salarios mínimos, circunstancia 

que marca una discriminación y una barrera de acceso, ya que al interrogar al Ministerio de 

Justicia sobre la posibilidad de brindar amparo de pobreza a los solicitantes del PIPNNC 

manifestaron que ese beneficio era exclusivo para procesos judiciales, “toda vez que el 
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legislador no dispuso el amparo de pobreza en el ámbito de los procedimientos de Insolvencia 

de persona natural no comerciante” (Colombia, Ministerio de Justicia, 2024).  

Manifestación que por sí misma genera una gran controversia, porque ello excluye 

completamente al PIPNNC de la categoría de proceso y a las personas en estado de insolvencia 

de la posibilidad de acudir a dicho proceso mediante el amparo de pobreza, siendo ellos quienes 

posiblemente sean las personas que más lo necesiten, al encontrarse en una situación económica 

difícil, y más aún cuando se es estrato 3 o superior quedando imposibilitados para acceder al 

proceso por exceder los lineamientos de la Procuraduría General de la Nación, ya que estas 

personas no tendrían como poder pagar los costos de un centro de conciliación o notaría, 

obligándolo a permanecer en cesación de pagos o agravar su situación económica para obtener 

el dinero suficiente para pagar los costos del centro de conciliación, que en cualquier escenario 

es algo bastante malo, si se entiende que precisamente esa persona está en una cesación de 

pagos que devengan en una situación de debilidad manifiesta. 

Siendo estos unos claros ejemplos en los que la no gratuidad y la competencia de los 

notarios y centros de conciliación podrían constituir una barrera de acceso a la administración 

de justicia, así como una deficiencia procesal que en la práctica permite el abuso del derecho 

por parte del deudor en perjuicio de su acreedor al no tener herramientas de acceso efectivo por 

no desarrollarse la negociación de deudas en el domicilio del deudor o viceversa si se piensa en 

el escenario en que la ausencia de amparo de pobreza permite que un acreedor hostil siga 

acosando al deudor, para que este realice un pago respecto del cual él no tiene ni los medios ni 

la capacidad para realizar ese cumplimiento.  

3. El tercero es el contenido formal de la solicitud de insolvencia y el control de 

legalidad por parte de los notarios o conciliadores designados por los centros de conciliación 
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como operadores de justicia en el procedimiento de negociación de deudas, siendo una 

deficiencia en virtud de la excesiva laxitud en el control de legalidad realizado por esos 

operadores de justicia, ya que en muchas de ocasiones por la misma redacción del contenido 

de la norma, no realizan la distinción entre quienes están o no están en estado de insolvencia, 

permitiendo que muchos de aquellos que no tienen el derecho de insolvencia abusen de él 

mediante el abuso impropio del derecho de insolvencia o admitiendo solicitudes sin el lleno 

de los requisitos, y para validar esta afirmación expondré de forma taxativa una solicitud de 

negociación de deudas que estimo no cumplía con los requisitos formales de la solicitud y 

la cual fue admitida.  

Siendo lo primero a analizar el informe que indica de manera precisa las causas que 

llevaron a la cesación de pagos, en la cual esa deudora a través de su apoderada señaló lo 

siguiente:  

La principal razón por la que mi poderdante la señora XXXXXXXXXX ha 

incumplido sus obligaciones para con los acreedores, fue la cesación inicialmente 

paulatina de sus ingresos, en atención a la realización de negocios en los cuales incurrió 

en préstamos a entidades financieras y particulares para dichas inversiones, negocios que 

desencadenaron en perdidas absolutas, empleando sus ingresos mensuales como docente 

para tratar de cubrir las obligaciones en las que incurrió.  

Adicional a lo anterior la situación que se agravó por la acumulación de sus 

obligaciones de pago con los acreedores relacionados en la presente solicitud, el 

incremento considerable de las cuotas a pagar en virtud de montos de capital y los altos 

intereses de mora acumulados durante el incumplimiento desembocando en dificultad de 

pago con la falta de previsión de emergencias económicas de mi poderdante, lo que 

conllevo a que este adquiriera fuertes y bastantes obligaciones económicas, que al pasar 
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el tiempo se volvieron impagables. (Expediente 0073 de Insolvencia de persona natural no 

comerciante de 2022, del centro de conciliación Juan Pablo segundo de Tunja) 

Debiendo dejar en claro que ese informe, no tiene nada de preciso, no señala 

realmente las causas que llevaron a la cesación de pagos, y los referidos negocios no se 

especifican, no se dice si fue una inversión en la adquisición de maquinaria, de ganado o 

una inversión en una cosecha que se perdió por una helada, no dice nada con lo que el 

acreedor pueda dimensionar lo ocurrido a esa deudora, (algo que le genere certeza y 

credibilidad al acreedor que de verdad ese deudor está atravesando una crisis), de modo que 

debe haber objetividad en la presentación de la solicitud y hacer énfasis en donde estuvieron 

esas fallas económicas, no se requiere de un balance financiero, pero si indicar como dice 

la norma las circunstancias precisas que conllevaron a la cesación de pagos; pero pasemos 

al segundo y tercer punto sobre los requisitos de la solicitud, puesto que se podría pensar 

que el primer punto cumplía de forma amplia lo solicitado, debiendo advertir que la deudora 

presento una relación de deudas por setecientos diecisiete millones novecientos veintiún 

millones setecientos cincuenta y dos pesos de capital $717.921.752 COP, respecto de los 

cuales propuso como fórmula de pago en su propuesta de negociación lo siguiente:  

Presento como propuesta de pago de las obligaciones de mi poderdante la señora 

XXXXXXXXXXXXXXX, que sean condonados los intereses tanto de plazo y mora, el pago 

de honorarios a los abogados de cada acreencia y cualquier otro costo que estos generen, 

reconociendo el capital de las deudas y pagándose las obligaciones dentro de los plazos 

referidos dentro de la propuesta de pago, teniendo en cuenta la prelación de créditos que 

se relacionan en la presente solicitud y de conformidad al plan de pagos que se expondrá 

el día de la correspondiente audiencia. (Expediente 0073 de Insolvencia de persona natural 

no comerciante de 2022, del centro de conciliación Juan Pablo segundo de Tunja) 
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Debiendo preguntarles a los lectores, si para ellos esa propuesta de negociación es 

clara, expresa y objetiva, propuesta que fue admitida en la cual ni siquiera se le dice al 

deudor el monto, la forma o el plazo en los cuales el deudor pretende cumplir con las 

obligaciones pendientes, esperaría cuando menos un acreedor que el deudor le señalara el 

monto de las acreencias que pretende cumplir y el tiempo en que pretende hacerlo, siendo 

un error grosero que sucede de forma frecuente, quizá porque el numeral 6 del artículo 550 

C.G.P. hoy de la Ley 2445 de 2025 señala que el conciliador solicitara al deudor que haga 

una exposición de la propuesta, pero ello no obsta para que con la presentación de la 

solicitud no se remita una propuesta clara, expresa y objetiva, porque ello impide que se 

lleven contrapropuestas efectivas y cercena la posibilidad de negociación. Adicionalmente 

en esa solicitud se expresó que no se contaba con bienes, el único activo era el salario por 

tres millones doscientos setenta y seis mil novecientos setenta pesos $3’276.970 COP y 

unos recursos disponibles de quinientos noventa y cinco mil pesos $595.000 COP, para el 

pago de las acreencias, siendo evidente que esa era una solicitud carente de toda seriedad y 

eso sin entrar en la totalidad de inconsistencias, solo para advertir la laxitud con la que son 

admitidas las solicitudes de insolvencia, sin el lleno de los requisitos de ley, naciendo 

muerta cualquier posibilidad de negociación porque ni en cincuenta (50) años esa persona 

pagaría la mitad de las obligaciones relacionadas en la solicitud.  

Es en este tipo de escenarios que se hace necesario que haya un control de legalidad 

por parte del juez, porque ese tipo de propuestas no tienen ningún fin serio y por el contrario 

están causando un daño injustificado a los acreedores con la suspensión de los procesos 

ejecutivos y medidas cautelares, cumpliéndose de forma notoria los presupuestos de la 

figura del abuso del derecho de conformidad con los postulados de Atienza M. & Ruiz 

Manero J., ya que la deudora si estaba en cesación de pagos y por lo tanto tenía derecho a 
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hacer uso del derecho subjetivo de insolvencia, pero no de esa forma tan rampante y sin 

ningún fin objetivo exclusivamente dirigido a causar un daño a los acreedores.   

Y previo a que alguien afirme que estas situaciones ya fueron resueltas con la nueva 

disposición de la liquidación directa, en virtud de que la deudora no tenía bienes, se adelanta 

que en nada cambiaria que tuviese un carro o una vivienda porque tendrían que ser bienes 

de un valor extremadamente alto para dotar de seriedad la propuesta, cosas que no suelen 

suceder en este tipo de procedimientos, precisamente porque el deudor no tiene con que 

cumplir sus obligaciones, debiendo acudir a estas instituciones jurídicas.  

Ahora bien, en lo atinente a la categoría de deficiencia se precisa que la misma es 

una deficiencia en virtud de que el contenido del artículo 539 debió haber establecido una 

contra medida o restricción para que los acreedores pudiesen acudir al juez, ya sea a través 

de un recurso o de una objeción, puesto que lo dispuesto en el parágrafo 2 del artículo 543 

reformado, se queda corto al señalar que las controversias relacionadas con la aceptación 

de la solicitud de negociación de deudas solamente se podrán proponer al iniciarse la 

primera sesión de la audiencia correspondiente, puesto que ante solicitudes como la que se 

acaban de ver es imposible que se saneen esas deficiencias adecuadamente en la audiencia, 

sin que sean un desgaste absurdo para todas las partes, ya que es un trabajo que debería 

haberse realizado de forma previa.  

Finalmente, para aquellos que quisiesen manifestar que el permitir el planteamiento 

de recursos o de objeciones ante el juez con ocasión de controversias relacionadas con la 

aceptación de la solicitud, sacrificaría la tan anhelada celeridad judicial que todos queremos, 

se propone que para dichos casos si el juez no encuentra fundada de forma suficiente la 

objeción o el recurso, el recurrente u objetante podrá ser sancionado con una multa, evitando 

así dilatar el proceso ya que los acreedores lo último que desean es gastar más dinero de 
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forma injustificada en este tipo de procesos y que en los casos que se demuestre la ausencia 

de verificación de los requisitos de forma negligente o grosera por el conciliador designado, 

el centro de conciliación o notaría deberá pagar una multa o sanción, por la admisión de 

solicitudes que abiertamente no cumplan los requisitos, de modo que así se garantizaría el 

actuar diligente de los centros de conciliación y notarias, pero a su vez se obstaculizaría el 

abuso del derecho a litigar al interponer recursos y objeciones infundadas en lo atinente a 

las controversias asociadas a la aceptación de la solicitud de negociación de deudas.   

4. El cuarto defecto se relaciona de forma directa con el anterior, pues se trata de 

la ausencia de recursos contra la admisión de la solicitud de negociación de deudas en la 

insolvencia de persona natural no comerciante, siendo una de las falencias más críticas del 

diseño actual del PIPNNC, reforzada por la Ley 2445 de 2025, puesto que la inexistencia 

de un mecanismo eficaz, ágil e inmediato que permita a los acreedores controvertir la 

admisión de una solicitud de negociación de deudas cuando esta carece de seriedad, 

objetividad o soporte jurídico mínimo, puede conllevar a un desgaste innecesario o a fracaso 

prematuro de las negociaciones, mermando la confianza de los acreedores y socavando la 

legitimidad del procedimiento al ver comprometida la efectividad del derecho de defensa. 

Si bien el modelo previsto por la ley presume que la valoración de los requisitos o 

si se quiere el control de legalidad realizado por el operador de justicia respecto de la 

admisión de la solicitud debe ser lo suficientemente riguroso, lo cierto es que no lo es y por 

lo tanto no amerita a deshabilitar la posibilidad de que los acreedores impugnen esa 

decisión, lo que impide corregir situaciones de abuso o solicitudes manifiestamente 

temerarias. 

Debiendo recordar que, la admisión de la solicitud produce una serie de efectos 

automáticos como la suspensión de procesos ejecutivos y medidas cautelares en los 
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términos del artículo 545 del C.G.P reformado por la Ley 2545 de 2025, lo que paraliza de 

forma abrupta el ejercicio legítimo de los derechos del acreedor, despojando a este de la 

facultad de perseguir el patrimonio del deudor sin un control judicial previo, siendo la 

ausencia de esos recursos o herramientas por parte del acreedor, la oportunidad para que el 

deudor instrumentalice el proceso como herramienta para dilatar, bloquear embargos, 

impedir remates o presionar negociaciones privadas, incluso en escenarios donde no 

existe una verdadera cesación de pagos, lo cual fomenta el uso estratégico y 

desnaturalizado del procedimiento, contrariando los fines de justicia y buena fe procesal.  

Advirtiendo que precisamente ese tipo de actuaciones son una de las formas en que 

se presenta el abuso del derecho, aprovechando la utilización del procedimiento como 

barrera frente al legítimo ejercicio de los derechos de los acreedores, por la falta de 

herramientas jurídicas eficaces y suficientes para contrarrestar esos abusos, derivando en 

planteamientos como el Ortiz G. & Cardona M. (2023), al señalar que la Acción de Tutela 

debe tenerse en cuenta como un mecanismo para contrarrestar este tipo de procederes, sin 

que ello sea realmente útil y necesario. De allí la propuesta que se realizó respecto de la 

anterior deficiencia sobre la imposición de sanciones para el recurrente u objetante sin 

fundamentos serios o para los centros de conciliación o notarías faltas de diligencia al 

presentar errores groseros en la valoración de los requisitos de admisión, permitiendo que 

el juez civil del circuito evalúe, en un trámite de objeción, si la solicitud fue debidamente 

estructurada o si por el contrario no cumple con los requisitos exigidos por la ley, 

determinado si operador judicial cumplió con su deber funcional o si por el contrario fue 

descuidado en sus labores, posibilidad que no sacrifica la celeridad, pero si impondría la 

carga de presentar propuestas realmente claras, expresas y objetivas que superen el umbral 

de seriedad mínima exigible.  
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5. En este punto se tomará en consideración el diseño de las objeciones en conjunto 

con la admisión de la solicitud de insolvencia y el contenido formal de la solicitud, en 

armonía con lo dispuesto en los artículos 534, 543 y 550 del PIPNNC, ya que por algún 

motivo en la práctica se ha asociado que las únicas objeciones que se pueden proponer son 

las relacionadas con la existencia, naturaleza y cuantía de las obligaciones, cuando en 

ninguna parte del régimen se sostiene esa situación, ya que esas objeciones son enunciativas 

más no taxativas de forma excluyente, de modo que  debería ser posible que los acreedores 

objetaran la admisión de la solicitud de negociación de deudas ante el juez, ya que se han 

presentado escenarios en los cuales comerciantes y no precisamente pequeños 

comerciantes, se han presentado al PIPNNC para bloquear el trámite de los procesos 

ejecutivos y la audiencia del remate, audiencia que se ve suspendida en virtud de la admisión 

de la solicitud incluso a tan solo unas horas de su realización, ello por la no verificación 

objetiva del cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 538 y 539 de este 

régimen, constituyéndose el denominado abuso del derecho impropio.  

Estimando que podría evaluarse la posibilidad de incluir las siguientes objeciones al 

PIPNNC:  

- Uso reincidente o abusivo del procedimiento 

- Inexistencia de intención de negociación real por propuestas faltas de seriedad.  

- Incumplimiento de requisitos formales esenciales 

6. La sexta deficiencia está asociada a las acciones revocatorias y de simulación de 

las que habla el artículo 572 del C.G.P., aspecto bastante delicado que no fue objeto de 

modificaciones a través de la Ley 2445 de 2025, porque al parecer se estima que su 

redacción es totalmente adecuada como se establece en el ordenamiento o quizá porque se 

estimó que con la inclusión de la libertad probatoria en materia de objeciones bastara para 
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contrarrestar las deficiencias presentes en este punto, debiendo advertir que su redacción 

está prevista para la reconstitución del patrimonio del deudor, pero no para la simulación 

de pasivos, siendo claro que la limitación temporal de los 18 y 24 meses para demandar esas 

acciones es insuficiente, ya que una persona durante los 2 o 3 años previos a solicitar 

acogerse al procedimiento puede perfectamente realizar el desmembramiento de su 

patrimonio, realizando ventas reales por montos superiores y perfeccionándolas por valores 

apenas superiores al avaluó catastral,  guardando la mayoría de ese dinero en efectivo y 

agravando su situación crediticia, aprovechándose de la buena fe de deudores ingenuos y 

más si esa persona es un servidor público con ingresos fijos y un aparente buen estado 

financiero que le permita solicitar créditos ante las cooperativas y entidades bancarias, 

autorizando descuentos a su salario, sin que ellos sepan de las demás deudas contraídas con 

personas naturales.   

Un ejemplo de ello podría ser el siguiente: 

Misael es un docente de escalafón 14 en el municipio de San Eduardo Boyacá, con 

ingresos mensuales de seis millones de pesos $6’000.000 COP y 30 años de antigüedad en 

el ejercicio de sus funciones en ese municipio. Misael administra adicionalmente los 

arriendos de una casa de tres pisos en el Distrito Capital de Bogotá, que le quedó de herencia 

y respecto de la cual nunca ha hecho la sucesión y de la cual sus acreedores no tienen 

conocimiento. 

Misael adicionalmente cuenta con una casa en el municipio de Tunja, así como con 

deudas quirografarias con las cooperativas y entidades bancarias, las cuales a la fecha suman 

trecientos veinte millones de pesos $320.000.000 COP, en capital, respecto de las cuales 

mes a mes a él le descuentan del salario un monto fijo autorizado por él mismo,  dos años 

antes de solicitar acogerse al procedimiento de liquidación directa, realiza el 
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desmembramiento de  su patrimonio, vendiendo su casa por ciento cincuenta millones de 

pesos $150.000.000 COP, pero en la Escritura Pública y en el Certificado de tradición y 

libertad solo por cincuenta millones de pesos $50.000.000 COP, superando apenas el avalúo 

catastral para evitar costos y el pago de impuestos.  

Durante esos dos años, su deuda con las entidades financieras se redujo a doscientos 

veinte millones de pesos $220.000.000 COP, pero su pasivo aumentó en ciento cincuenta 

millones de pesos $150.000.000 COP, con personas naturales a quienes les solicitó créditos 

y respaldado en su credibilidad como docente con más de 30 años de servicio en el 

municipio de San Eduardo y la ingenuidad de las personas, pues agravó su situación 

económica.  

Llegado el momento, Misael se puede presentar a liquidación directa ya que no hay 

bienes para adjudicar, si sus acreedores quieren hacer efectivo lo dispuesto en el artículo 

572 del C.G.P., no podrán porque la acción simulatoria o revocatoria a título oneroso solo 

se puede proponer si el desmembramiento se llevó a cabo dentro de los 18 meses previos a 

la admisión en el respectivo procedimiento, lo cual para este ejemplo ya habría transcurrido, 

pudiendo de esta forma Misael abusar de su derecho de insolvencia y seguir disfrutando de 

los frutos del bien que no está a su nombre como herencia, porque nadie a parte de él tiene 

conocimiento ya que no es oriundo de ese domicilio y hacer uso de la acción oblicua sin 

información suficiente no es algo tan sencillo, adicionalmente guardo el dinero restante de 

la venta de su casa celebrada 2 años en efectivo, antes de la solicitud de liquidación sin 

bienes y además habrá disfrutado el dinero que obtuvo con los prestamos el cual no va a 

pagar y será beneficiario del descargue de deudas.  

Situación que desde la perspectiva de este estudio constituye un abuso del derecho 

claro, al perseguir un fin injustificado diferente al previsto objetivamente por la norma, 
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haciendo uso de forma inadecuada de un derecho subjetivo del cual disponía como deudor, 

ya que él si cumplía los requisitos legales, pero él se programó con la suficiente planeación 

y tiempo para desmembrar su patrimonio por fuera de los términos establecidos en la ley, 

en virtud de que los mismos son muy cortos para tomar acciones en contra del deudor.   

De igual manera sucede con los actos a título gratuito, incluyendo la simulación de 

pasivos, donde solo basta llenar una letra indicando que la obligación se contrajo 3 años 

antes de la solicitud de insolvencia, motivo por el cual si se demanda la simulación de la 

deuda o deudas ficticias, muchos jueces suelen rechazar la demanda de este tipo de títulos 

valores ficticios por no encontrarse dentro del periodo de sospecha, por la presunción de 

autenticidad de los títulos valores pese a que los mismos pueden haber sido creados un mes, 

una semana o incluso un día antes de la solicitud de insolvencia, motivo por el cual esta es 

otra clara deficiencia al limitar el rango del periodo de las acciones revocatorias y de 

simulación a periodos tan cortos como los de 18 y 24 meses antes de la aceptación de la 

solicitud de deudas, pero por el contrario en vez de modificar este periodo de tiempo, se 

procedió a crear el artículo 572 A estableciendo la postergación de créditos, lo cual en un 

régimen como este no es tan sano, como ya se advirtió.  

7. La suspensión de las medidas cautelares, es una deficiencia concreta 

exclusivamente si se trata de la suspensión del embargo de salarios o ingresos periódicos de 

sumas de dinero, toda vez que, si se llevó a cabo el embargo sobre el salario del deudor en 

el porcentaje correspondiente, al suspenderse se detiene el ingreso de dinero con el cual 

podría cubrirse parte de las acreencias y más si se trata de salarios de entre 3 a 5 S.M.L.M.V. 

o superiores, dinero que los acreedores no verán materializarse y más si es un deudor sin 

bienes como denominó la Ley 2445 de 2025, lo cual es contrario al deber de cumplimiento 

de las obligaciones, porque el deudor puede tener un ingreso fijo e importante sin ser titular 
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de dominio de bienes, lo cual es todavía más preocupante con la incorporación de la 

liquidación directa, estimándose que la suspensión de la medida cautelar de embargo del 

salario es un ejemplo que encaja perfecto con la definición de abuso del derecho propuesta 

por Atienza M. & Ruiz Manero J. (2000), porque existe una regla regulativa (la Ley 2445 

de 2025) que permite a S (el deudor) realizar A (ir a liquidación directa), en las 

circunstancias X (cesación de pagos sin bienes). Esta regla es un elemento del haz de 

posiciones normativas en que se encuentra S, (el deudor) como titular de un cierto derecho 

subjetivo (derecho de insolvencia) y como consecuencia de A (ir a liquidación directa), otro 

u otros sujetos sufren un daño, D, (no poder embargar el salario del deudor,) y no existe una 

regla regulativa que prohíba causar D (la norma no prohíbe los mencionados daños, por el 

contrario, avala la suspensión de medidas cautelares), pese a que el deudor cuenta con 

ingresos importantes que mensualmente podrían aportar a reducir sus deudas o cuando 

menos realizar una propuesta de pago a sus acreedores.  

En ese sentido, es de advertir que si se mantuviese el embargo de la quinta parte del 

salario o de ese ingreso periódico, quizá no se va a lograr el cumplimiento total de las 

obligaciones, obviamente, pero si se alcanzaría un grado de cumplimiento y si no se logra 

un acuerdo y por lo tanto se llega al procedimiento de liquidación, también se lograría un 

mayor grado de cumplimiento, puesto que durante el periodo en que se adelanta la 

negociación de deudas y se surte la liquidación, el deudor estaría cumpliendo de forma 

parcial cuando menos a través de esos embargos y no de la forma en que se realiza 

actualmente con la suspensión inmediata de la medida cautelar, lo cual no ayuda en nada al 

proceso, porque no hay ningún ingreso de dinero al cumplimiento de las obligaciones.  

8. La liquidación directa establecida en la reforma del PIPNNC mediante Ley 2445 

de 2025, es una deficiencia en el PIPNNC aunque algunos estimen que es un mecanismo de 
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celeridad, toda vez que si se analiza el literal B del artículo primero de la Ley 1445 de 2025, 

de entrada se puede advertir que hay un criterio que puede catalogarse como un sesgo con 

miramientos a dar celeridad al procedimiento de liquidación, sacrificando el carácter 

subsidiario de la liquidación y poniendo en riesgo la seguridad jurídica, puesto que ello resta 

autonomía judicial a los jueces quienes en la opinión del suscrito sí debían hacer control de 

legalidad respecto de la apertura de la etapa de liquidación,  para revisar toda la actuación 

del proceso y evitar abusos de derecho o fraudes a la ley, lo cual ya no es posible porque la 

ley no lo permite y ordena abrir de forma inmediata la liquidación (lo cual ya tenía el CGP), 

pero porque además el artículo 534 de la reforma cerro la posibilidad al limitar los casos en 

los cuales el juez podrá hacer control de legalidad a las actuaciones del conciliador.  

Así mismo, es de resaltar que este es un problema serio, puesto que por liquidación 

sin bienes se entiende que ello implica la ausencia de bienes diferentes a dinero (salarios), 

de allí que es prudente traer a colación lo que Rodríguez Espitia (2024) advierte en un 

conversatorio convocado por la Fundación APG/Paz & Reconciliación, en el cual señala 

que en el PIPNNC hay un interés público de por medio al cual hay que proteger, el cual es 

la protección del crédito, advirtiendo que es un error el ir a una liquidación directa, porque 

la liquidación tiene un carácter residual y el no agotar la etapa de negociación de deudas 

solo genera violencia, ya que debe existir la posibilidad de que el deudor trate de cumplir y 

no simplemente proceder a un descargue de deudas impune, ya que se estima que con la 

redacción actual del PIPNNC, el descargue de deudas es automático o una consecuencia 

natural que no está observando la buena o mala fe de los deudores al momento de solicitar 

acogerse a este procedimiento, y es por ello que se advierte que se pueden presentar 

situaciones como la que se propone a continuación: 
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- Juan un economista PNNC que cuenta con ingresos de 8 S.M.L.M.V., quien no cuenta 

con bienes, pero quien ha estado cumplido en sus obligaciones, decide dejar de 

cumplir 2 de ellas que representaban el 30% de la totalidad de sus obligaciones para 

no tener que pagar el dinero de los créditos adquiridos, y solicita su admisión en el 

procedimiento de liquidación directa. Una vez admitida la solicitud de liquidación 

directa por parte del juez, se adelanta el trámite correspondiente y Juan quien tiene 

una capacidad de pago con la cual quizá en 5 o 10 años pudiese pagar sus créditos de 

forma paulatina, en las cuotas correspondientes ante  las entidades bancarias, procede 

a ser beneficiario del descargue de deudas y sale avante sin siquiera haber negociado 

o intentado cumplir con sus obligaciones, constituyéndose claramente el abuso del 

derecho impropio que se armoniza además con el abuso del derecho enunciado en el 

punto anterior respecto de la suspensión de las medidas cautelares del embargo de 

salario o de sumas periódicas.  

Ejemplo muy sencillo, pero puntual de lo que puede suceder con la liquidación directa, 

sin que necesariamente el deudor tenga ese salario u honorarios mensuales, pero si es un 

ejemplo de la situación que además de traer violencia, puede traer el encarecimiento desbordado 

del crédito o la creación de requisitos demasiado rígidos para el acceso al crédito y sobre todo 

para aquellos que no cuentan con garantías fuertes para respaldar las solicitudes crediticias, por 

el temor a que ese deudor acuda a la liquidación sin bienes.   

Finalmente, se advierte que, la suma de las deficiencias mencionadas no son meras fallas 

técnicas, sino verdaderos vacíos estructurales que vulneran principios esenciales del derecho 

procesal, tales como el derecho de defensa, el acceso a la administración de justicia, la igualdad 

procesal de las partes y la buena fe. Carencias que en conjunto pueden convertir al PIPNNC en 

un mecanismo susceptible de ser instrumentalizado por deudores de mala fe, facilitando un 
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abuso del derecho de insolvencia y el fraude a la ley. Motivo por el cual, resulta necesaria una 

revisión normativa adicional que fortifique el carácter procesal del procedimiento, otorgando 

al juez un rol activo en el control de admisión de negociación de deudas, y reformulando las 

finalidades del proceso con un enfoque centrado en el cumplimiento de las obligaciones, para 

evitar causar más daños a las partes. 
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6. Algunas propuestas para corregir las deficiencias 

procesales y mitigar el abuso del derecho de 

insolvencia en el PIPNNC 
 

Llegados a este punto y advirtiendo que será necesario ahondar en el presente estudio 

según se vaya implementando y desarrollando la aplicación de la Ley 2445 de 2025, es claro 

que existen deficiencias en el PIPNNC que facilitan y derivan en el abuso del derecho y que los 

jueces y operadores de insolvencia no cuentan con las herramientas suficientes para controlar 

dicho abuso, pero la solución claramente tampoco es acabar con un proceso que bien 

implementado puede traer mayores beneficios, ya que sus deficiencias se traducen en una 

carencia de eficacia que puede ser contrarrestada, motivo por el cual se plantea como parte de 

una posible solución, el uso de la limitación de la libertad negocial de las partes del proceso, 

mediante la creación e implementación de nuevos requisitos en el proceso que sirvan como 

herramientas para dificultar el abuso del derecho.  

Herramientas dentro de las cuales se invita a pensar en ocho propuestas, sin que las 

mismas tengan que ser una camisa de fuerza, puesto que lo que se pretende es proponer nuevas 

opciones que puedan servir como ese primer peldaño para explorar y adoptar otras medidas que 

permitan al juez y operador de justicia contar con otros elementos para contrarrestar el abuso 

del derecho.   

En ese sentido, es de advertir que es común entre los deudores presentar como propuesta 

de pago, el pago del capital sin ningún tipo de interés en un periodo de 10 años, para lo cual 

simulan créditos que superen el 60% del total de los votos y así poder aprobar ese acuerdo y 

tener que realizar pagos más pequeños que los que tendría que realizar un deudor en el periodo 

de cinco años inicialmente dispuesto en el N°. 10 del artículo 553 del C.G.P.  
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Dicho esto, ¿cómo contrarrestar esa práctica y otras prácticas nocivas para el PIPNNC? 

- Lo primero que se propone es cambiar el requerimiento del 60% de los créditos para 

poder enviar el acuerdo a un plazo superior y que en su lugar la ley limite exclusivamente el 

acuerdo a un término máximo equivalente al plazo de la deuda pactada a mayor tiempo. De 

modo que si la obligación más lejana se pactó a 7 años en ningún caso se pueda pactar a un 

término superior. 

- Lo segundo, el reconocimiento obligatorio de intereses correspondientes a la mitad del 

interés corriente de la tasa máxima fijada por la Superintendencia Financiera, si hay un 

reconocimiento obligatorio de intereses las propuestas serán más serias y no se presentarán 

propuestas como la del ejemplo.  

De modo que al existir reconocimiento de intereses obligatorios y no poder enviar el 

acuerdo a plazos superiores al de la obligación con el mayor plazo pactado, se empieza a limitar 

el abuso del derecho, aclarando que de presentarse alguna obligación con un plazo muy amplio, 

ello sería sospechoso, ya que las obligaciones contraídas entre personas naturales suelen ser a 

plazos cortos y por montos que no superan los de los créditos bancarios, de tal suerte que si se 

presenta una Letra de Cambio para ser pagada en diez o más años, claramente va a generar 

sospechas, brindándole indicios al Juez y al apoderado para cuestionar ese título, además que 

si el deudor hiciese ello, no le serviría de mucho puesto que de igual forma tendría que 

reconocer el pago de intereses, lo cual con un acuerdo extremadamente largo pues no le es tan 

conveniente. 

- Lo tercero y quizá una de las propuestas más interesantes, establecer un pago mínimo 

de cumplimiento equivalente al 20% de la totalidad de las deudas como requisito previo a la 

liquidación, pago que no puede incluir bienes distintos de dinero, pese a que con otros bienes 
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se garantice un cumplimiento inmediato de un mayor porcentaje de las obligaciones, ya que la 

finalidad del proceso no es acabar con el patrimonio de una persona, sino por el contrario uno 

de sus fines es dar cumplimiento a las obligaciones contraídas tanto como sea posible, 

circunstancia que obligaría al deudor a esforzarse para lograr el cumplimiento de sus 

obligaciones y poder evitar la liquidación de su patrimonio, lo cual solo es posible si tiene la 

oportunidad de cumplir de forma efectiva.  

Propuesta que además es relevante sobre todo para recuperar la confianza de los 

acreedores en sus deudores, evitando así las liquidaciones directas o sin bienes, porque debería 

ser posible que el deudor según su capacidad de pago e ingresos proponga una fórmula en la 

cual como mínimo en un periodo de entre 1 a 3 años según el valor de sus deudas pueda pagar 

cuando menos el 20% de sus acreencias. Propuesta que deberá estar incluida como un punto 

específico dentro de una propuesta más grande, en la cual el deudor deberá exponer de forma 

clara y objetiva una fórmula para el cumplimiento de cuando menos el 80% del capital de la 

totalidad de sus deudas o incluso la totalidad de estas, de suerte que si se incumple con si quiera 

el término inicial en el que se propuso pagar ese 20%, se proceda a negar el descargue de deudas 

de los deudores sin bienes, y en el caso de los deudores con bienes, se proceda a liquidar su 

patrimonio.   

De igual manera, se estima que con la implementación del pago del 20% de la totalidad 

de las acreencias de forma previa a la liquidación, se obliga al deudor a presentar propuestas 

serias y de esta forma reducir el número de propuestas carentes de patrimonio o con un 

patrimonio que no le permita presentar una propuesta objetiva de pago, como ocurre en el caso 

resuelto por el Tribunal Superior de Cali, el cual pese a todas las críticas que pueda tener, 

permite observar la falta de claridad y seriedad en las propuestas presentadas dentro del 

PIPNNC.  
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Siendo entonces esta una herramienta que obliga a las personas en cesación de pagos a 

presentar propuestas que garanticen cuando menos un cumplimiento parcial, para 

posteriormente sí tener la posibilidad de acceder al beneficio del descargue de deudas. 

- Lo cuarto, de igual forma se plantea como alternativa a la situación de 

incumplimientos, establecer una tabla de pagos o tarifas mínimas de pago, que el deudor deberá 

cumplir para poder acceder al procedimiento de liquidación, en el cual en un periodo de 5 años 

deberá realizar un pago equivalente entre x número de SMLMV, según el valor total del capital 

de sus deudas, de modo que si haya una retribución aunque sea de forma parcial a sus 

acreedores, lo cual además demostraría la voluntad de cumplimiento de las obligaciones por 

parte de los deudores y la existencia de la buena fe al solicitar el acogerse a un PIPNNC. 

- Lo quinto, se estima necesario que, contra la decisión de aceptación en insolvencia 

proferida por una notaría o un centro de conciliación, se permita la opción de objetar la admisión 

de la solicitud de negociación de deudas, bien para corregir la falta de requisitos formales o 

para excluir a aquellos deudores que pretendan hacer uso indebido del PIPNNC, sin tener 

derecho a su ejercicio. Adicionalmente esta propuesta deberá ir acompañada de la posibilidad 

de imponer sanciones al acreedor que promueva de forma arbitraria e infundada la objeción por 

falta de requisitos formales en la solicitud de insolvencia.  

 Sanciones como la postergación del crédito en el acuerdo o en la correspondiente 

liquidación del patrimonio, ello para controlar el uso abusivo de la objeción como maniobra 

dilatoria por parte del acreedor. De igual manera se propone que los centros de conciliación y 

las notarías que no realicen adecuadamente su labor deberán ser multadas si se presentan casos 

evidentes de negligencia con solicitudes carentes del cumplimiento mínimo de los requisitos de 
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ley, lo cual obligara a esos centros a tomar con mayor seriedad su rol de operadores de 

insolvencia.  

- Lo sexto, la ampliación del periodo de sospecha de las acciones revocatorias y de 

simulación en los contratos onerosos y gratuitos a un periodo de 48 meses, de suerte que el 

desmembramiento del patrimonio no sea tan probable, ya que 18 meses es un periodo 

supremamente corto.  

- Lo séptimo, la obligación de integrar en la solicitud de insolvencia un historial 

financiero, que contenga el historial crediticio y patrimonial del deudor dentro de los últimos 

tres (3) años, presentado bajo gravedad de juramento, para permitir realizar una línea de tiempo 

más fiable sobre la estructuración de los créditos, el cual serviría como indicador para la 

presentación de las objeciones por naturaleza, existencia y cuantía o para mejorar el uso de las 

acciones revocatorias y de simulación ante el posible desmembramiento del patrimonio.  

Lo octavo y último, la imposición normativa de la no suspensión de la medida cautelar 

del embargo de salarios o ingresos periódicos, en su justa proporción, sin afectar los gastos de 

administración, el mínimo vital y la subsistencia del deudor y su núcleo familiar según 

corresponda, dineros que deberán ser puestos a disposición del juzgado que sea competente 

para conocer las objeciones, lo cual ayudará al cumplimiento de las obligaciones.  

Propuestas que además de contrarrestar el abuso del derecho, buscan modificar el 

contenido formal de la solicitud de insolvencia, cambiar algunos requisitos de la misma, incluir 

un tipo de regulación para la atención del pasivo y por último levantar algunas de las 

limitaciones de los jueces a la hora de resolver las objeciones y las acciones revocatorias y de 

simulación.  
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Propuestas que adicionalmente no afectarían ningún tipo de derechos, puesto que 

estarían acorde con la libertad de configuración legislativa y la moral pública, dotando al juez 

de un papel más activo y reduciendo el margen de acción del deudor para abusar del derecho, 

para quizá de alguna forma constituir una justicia sin daño, como la que propone Suárez Acero 

(2021) o cuando menos algo cercano a ello, a través de una retribución mutua para las partes. 
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7. Justicia sin daño en el proceso de insolvencia de 

persona natural no comerciante PIPNNC 
 

Siguiendo la metodología propuesta para este estudio, la cual está orientada a la 

búsqueda de un problema no resuelto, asociado de forma directa a la administración de 

justicia, se consideró prudente abarcar otros tipos de justicia diferentes a la justicia 

tradicional y adversarial, estimando útil los postulados de justicia restaurativa, en especial 

la justicia sin daño, la cual basa su propuesta en el rol del sistema de justicia como vehículo 

para la provisión de satisfactores de necesidades asociadas con el amparo y protección ante 

agresiones y ofensas, en lógica de prevención, así como de tratamiento del conflicto desde 

una lógica de la integralidad en la respuesta, de modo tal que se resuelvan o, mínimamente 

se regulen las contradicciones entre las partes. (Suárez Acero (2021) 

Siendo útil este sistema de justicia para los procedimientos de insolvencia de 

persona natural no comerciante, ya que este sistema propone que el papel del operador de 

justicia no sea el de un adjudicador de derechos sino el de un facilitador de la comunicación 

entre las partes, rol que perfectamente puede asumir el operador de insolvencia, ya sea el 

conciliador o el notario, para que a través de él se establezca un vínculo en el que las partes 

puedan entender de mejor manera su conflicto y así puedan proceder a buscar la resolución 

menos perjudicial para todos los actores sociales del proceso de insolvencia, porque lo 

pretendido a través de este modelo de justicia es evitar causar más daños o evitar agravar 

los ya existentes a través de beneficios recíprocos. Planteamiento que se articula de forma 

efectiva con la propuesta de cumplimiento de las obligaciones, porque incluso se está 

buscando que en el peor escenario los deudores sin bienes realicen un pago del 20% del 

total del capital de sus deudas, para que de ese modo no se generen más daños a los 
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acreedores y a su vez los deudores puedan recibir los beneficios que trae consigo el régimen 

de insolvencia, lo cual permite que se minimicen los daños y se reduzca la posibilidad de 

causar más violencia.  

De modo que, (…) no pueden ser aceptables tipos de intervención en los que se 

ponga en riesgo la dignidad de las partes como seres humanos plenos en derechos y 

garantías, la libertad de decidir sobre el conjunto de posibilidades frente a su futuro, sus 

relaciones e interdependencias, y la autonomía desde la cual se definen y estructura un 

proyecto de vida con capacidades y habilidades, en su plena realización como sujetos 

individuales y comunitarios.  

Lo anterior implica que la realización de necesidades humanas desde el modelo de 

justicia sin daño permite generar desarrollo, a través de la provisión de satisfactores dando 

origen así a un desarrollo sano, autodependiente y participativo, capaz de crear los 

fundamentos para un orden en el que se pueda conciliar el crecimiento económico, la 

solidaridad social y el crecimiento de las personas y de toda la comunidad (Max–Neef, 

1998, p. 82). 

Planteamiento que impone la obligatoriedad de sentarse a pensar la situación en la 

que se encuentra n las demás partes del proceso, las dificultades que afronta el deudor, como 

las complicaciones que el incumplimiento ha traído para el acreedor, para que de esa forma 

se logre ese crecimiento del que habla Max-Neef, obviamente sin dejar de lado, que ninguna 

justicia es infranqueable, circunstancia por la cual esta propuesta de justicia sin daño prevé 

la posibilidad de que el operador de justicia o en este caso el juez, realice actuaciones en 

función del cumplimiento de las obligaciones para que posteriormente se materialice la 

recuperación de la credibilidad del deudor por parte de sus acreedores de la siguiente forma:  
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1. Si el deudor realiza un cumplimiento de sus obligaciones cuando menos de 

forma parcial, ello podrá generar que sus acreedores cuando menos no se sientan asaltados 

en su buena fe, y no solo respecto de sus deudores, sino por parte del Estado, ya que los 

acreedores esperan que el Estado en calidad de administrador de justicia y autoridad 

legislativa no propicie o facilite el incumplimiento de las obligaciones, lo cual deviene en 

una sociedad más sana y receptiva, evitando o cuando menos reduciendo ese recelo común 

hacia los procesos de insolvencia, reduciendo en este caso, un daño denominado falta de 

credibilidad en la institucionalidad y administración de justicia.  

2. Si se establece, aunque sea un cumplimiento parcial, se evita que se ahonde el 

daño que se está causando a los acreedores, quienes cuentan con una expectativa legitima 

de cumplimiento de sus acreencias, ya que lastimosamente el deudor no es la única persona 

vulnerable y afectada en un PIPNNC, muchos acreedores son personas naturales que prestan 

dinero como una inversión de esperanza para poder acrecentar su patrimonio.  

Sin embargo, si de alguna forma se logra un cumplimiento, aunque no sea total, ese 

acreedor posiblemente tampoco se vea en la penosa necesidad de acogerse a un proceso de 

insolvencia en un futuro cercano o mediato. Así mismo, con el cumplimiento parcial, 

también se reduce la posibilidad de que los distintos tipos de acreedores empiecen a negar 

el acceso al crédito a las personas con menos recursos por su posible falta de credibilidad y 

ausencia de garantías pese a su buen historial crediticio, evitando así ahondar un daño a 

nivel directo del deudor hacia el acreedor y a su vez del acreedor hacia la sociedad, al 

restringir o limitar el acceso al crédito. 

3. El cumplimiento parcial trae consigo el beneficio de la recuperación de la 

credibilidad de los acreedores, tanto en la institucionalidad que administra justicia como a 

individual en los deudores que se acogieron al PIPNNC.  
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4.  La no suspensión de las medidas cautelares de embargo de salarios o ingresos 

periódicos, en su justa proporción, permite reducir el daño en el patrimonio de los 

acreedores y el cumplimiento de las deudas de forma parcial durante la realización de la 

negociación de deudas, mientras se materializa un acuerdo o durante la realización de la 

liquidación, lo cual permite reducir el daño causado por el periculum in mora de la 

administración de justicia.  

Motivos por los cuales se ha insistido tanto en que el objeto y la finalidad del 

PIPNNC, no estén orientados exclusivamente a la recuperación de la capacidad crediticia 

del deudor, sino a su cumplimiento para posteriormente lograr esa recuperación de la 

capacidad económica, puesto que es su conjunto lo que garantiza una mejor sociedad y la 

reducción de los daños, para que solo sea en casos específicos en los que un juez deba entrar 

a realizar actuaciones concretas en los procesos de insolvencia de PNNC.  

Y en ese sentido, las propuestas plasmadas como herramientas para contrarrestar el 

abuso del derecho en el PIPNNC, pueden contribuir a la reducción de daños y creación de 

nuevos daños en el marco de una justicia sin daño, ya que esas herramientas pueden generar 

consecuencias positivas como las siguientes:  

- Reducción de la falta de credibilidad en la institucionalidad y administración de 

justicia.  

- Bloqueo de la creación de posibles nuevos deudores en insolvencia, que en su 

momento fueron acreedores.  

- Disminución de la posibilidad de la creación de nuevos requisitos para el acceso al 

crédito.  

- Reducción y bloqueo del incremento de la violencia y retaliaciones por la inoperancia 

de la institucionalidad en el cumplimiento de las obligaciones crediticias.  
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- Disminución de la intervención judicial, por el cumplimiento parcial obligatorio. 

 Beneficios que solo se pueden alcanzar, mediante la inclusión de nuevas 

herramientas jurídicas como las plasmadas en el anterior capítulo, en conjunto con una 

justicia orientada a la reducción de daños, siendo evidente la posibilidad de mejora ante los 

daños actuales y los daños eventuales que han de generarse en el PIPNNC,  motivo por el 

cual se estima que el modelo de justicia sin daño es propicio para este tipo de procesos, 

puesto que ese modelo de justicio es una excelente opción para mitigar posibles daños en el 

marco de una negociación de deudas ante los conciliadores y más aún en el marco de un 

procedimiento con unas características flexibles y de cooperación como puede ser la 

negociación de deudas o convalidación de acuerdos privados, de allí que sea también 

paradójica la inclusión de una liquidación directa, que si bien puede estar pensada en 

beneficio de la celeridad, no está pensada en el beneficio del proceso y sus partes para la 

mitigación de las consecuencias nocivas para los actores y la sociedad.   

Y es que si se analiza de una forma paulatina y mesurada, no hay nadie mejor que 

un conciliador para mitigar daños y prevenir daños futuros, ya que son ellos quienes se 

forman en métodos alternativos de solución de conflictos, con enfoques dirigidos a la 

articulación de soluciones hetero compositivas y lineamientos de dialogo, sin la imposición 

de decisiones judiciales o de terceros puntuales, lo cual refuerza el punto de que la 

liquidación debe ser un procedimiento de carácter residual y no directo, como quedó 

establecido en la Ley 2445 de 2025, puesto que para que haya una justicia real que no genere 

más daños, debe existir la posibilidad de que las partes entablen ese dialogo mediante los 

procedimientos de negociación de deudas, y así lograr una verdadera articulación 

participativa de las partes que permita el crecimiento económico tanto de acreedores, como 

deudores. Sin olvidar que las propuestas planteadas, incluyen las sanciones mencionadas, 
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pero exclusivamente como última opción ante las actuaciones negligentes o desleales, como 

último recurso para el control de los daños, ya sea en el marco de reducir daños existentes 

o como medida contingente para contrarrestar la creación de nuevos daños. 
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8.  Conclusiones  
 

Habiendo visto la distinción entre los estados de iliquidez e insolvencia, algunas de 

las reformas planteadas mediante la Ley 2445 de2025, la forma en que se materializa el 

abuso del derecho y la importancia de plantear nuevas herramientas jurídicas para el 

PIPNNC en el marco de una justicia sin daño es válido entonces realizar las siguientes 

afirmaciones:  

• El deudor PNNC que simula acreencias para acceder al PIPNNC pese a tener 

capacidad de pago, no abusa del derecho de insolvencia en estricto sentido, dando lugar al 

“Abuso Impropio del Derecho de insolvencia o si se quiere fraude a la ley”. 

• Solo puede abusar del derecho de insolvencia en estricto sentido, la persona 

natural no comerciante que se encuentra en cesación de pagos, pero nunca la que está en 

iliquidez. 

• Desde una perspectiva procesal el diseño normativo PIPNNC, tiene deficiencias 

que posibilitan el abuso del derecho e incluso el fraude a la ley, por el tipo de redacción y 

la finalidad del proceso, las cuales no han sido resarcidas incluso con la reforma realizada 

mediante la Ley 2545 de 2025, al punto que podrían estar comprometiendo la seguridad 

jurídica de los acreedores. 

• Es necesario reformar el PIPNNC, desde una perspectiva orientada al 

cumplimiento y satisfacción de las obligaciones y no solamente en búsqueda de la 

recuperación de la capacidad crediticia del deudor. 

• La recuperación de la capacidad crediticia del deudor debe ser una consecuencia 

del cumplimiento parcial de las obligaciones, motivo por el cual el objeto y finalidad del 
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proceso debe abarcar ambos aspectos, cumplimiento y recuperación crediticia, para que los 

acreedores puedan seguir creyendo en sus deudores, de lo contrario se puede alterar el 

sistema crediticio, con créditos con tasas excesivamente altas o la imposibilidad de acceso 

al crédito. 

• Las facultades de los jueces que conocen de las objeciones, acciones revocatorias 

y de simulación, así como del procedimiento de liquidación en PIPNNC, se vieron 

mermadas con ocasión de la entrada en vigor de la Ley 2545 de 2025.  

• La justicia sin daño es una posibilidad real para la articulación de un Proceso de 

Insolvencia de Persona Natural no Comerciante más sano, en beneficio de deudores, 

acreedores y la sociedad colombiana.  
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9.  Recomendaciones 
 

Atendiendo a la naturaleza crítica de este estudio, es prudente que aquellas personas 

que tienen iniciativa legislativa y participan en la redacción normativa tengan en 

consideración las siguientes recomendaciones:  

• Se debe procurar que se regule el tema de la gratuidad, para garantizar el acceso 

efectivo a la administración de justicia en el PIPNNC, para no tener que recurrir a fórmulas 

como la de la liquidación sin bienes.  

• Hay que establecer de forma precisa la forma en que se desarrollará el trámite 

de las objeciones, de conformidad con la libertad probatoria incluida en la reforma hecha 

por la Ley 2445 de 2025, porque de lo contrario se puede convertir en una dilación de varios 

meses a la espera de la fijación de una audiencia para la práctica de pruebas.  

• Se estima pertinente que el Ministerio de Justicia realice una vigilancia más 

detallada sobre los operadores de insolvencia de persona natural no comerciante, para 

generar mayor grado de seriedad en la calificación de los requisitos de la solicitud de 

negociación de deudas.  
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